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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 029 
de 2024 SENADO - 014 DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO DE 
LEY No. 080 DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY No. 143 DE 2023 CÁMARA; 
PROYECTO DE LEY No. 261 DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY No. 268 DE 
2023 CÁMARA Y PROYECTO DE LEY No. 151 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO 

DEL CUAL SE MODIFICA LA LEY 1616 DE 2013 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE TRASTORNOS 
Y/O ENFERMEDADES MENTALES, ASÍ COMO MEDIDAS PARA LA PROMOCIÓN Y 

CUIDADO DE LA SALUD MENTAL”.  
  
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente Ley tiene por objeto modificar la Ley 1616 de 2013, 
y dictar otras disposiciones en materia de prevención y atención de trastornos y/o 
enfermedades mentales, así como medidas para la promoción y cuidado de la salud mental. 

ARTÍCULO 2. Modifíquese el artículo 2 de la ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

Artículo 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN. La presente ley se aplica de manera transversal 
a todos los integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud, así como a las 
demás personas, entidades, organismos o instituciones que tengan responsabilidades en la 
prevención y atención integral de trastornos y/o enfermedades mentales y en la promoción 
y cuidado de la salud mental. 

Igualmente, se aplica a las autoridades nacionales, departamentales, distritales y 
municipales de salud, quienes se adecuarán en lo pertinente y articularán y armonizarán 
sus políticas e implementación de su normativa para dar cumplimiento a lo ordenado en la 
ley. Las disposiciones de la presente Ley se aplicarán teniendo en cuenta los enfoques de 

Derechos Humanos, género, diferencial, étnico, poblacional-territorial, de curso de vida y 
biopsicosocial. 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 1 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 1o. OBJETO. El objeto de la presente ley es garantizar el ejercicio pleno del 
Derecho a la Salud Mental a la población colombiana, priorizando a los niños, las niñas, los 
adolescentes y los jóvenes, mediante la promoción de la salud y la prevención del trastorno 
mental, la Atención Integral e Integrada en Salud Mental en el ámbito del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 49 de la 
Constitución y con fundamento en el enfoque promocional de Calidad de vida y la estrategia 
y principios de la Atención Primaria en Salud. 

De igual forma, se establece el marco de derechos, principios, definiciones los criterios de 
política para la formulación, implementación y evaluación de la Política Pública Nacional de 
Salud Mental, con base en los enfoques de Derechos Humanos, género, diferencial, étnico, 
poblacional-territorial, de curso de vida y biopsicosocial. 

ARTÍCULO 4°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 4°. GARANTÍA EN SALUD MENTAL. El Estado a través del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud y las entidades educativas públicas y privadas en lo de su 
competencia, garantizarán a la población colombiana, priorizando a los niños, niñas, 
adolescentes, jóvenes, personas con discapacidad y adultos mayores, educación emocional, 
la promoción de la salud mental y prevención del trastorno mental, atención integral e 
integrada que incluya diagnóstico, tratamiento y rehabilitación en salud para todos los 
trastornos mentales.  

El Ministerio de Justicia y del Derecho, el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
(INPEC), la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC), el Sistema de 
Responsabilidad Penal para Adolescentes y las entidades prestadoras del servicio de salud 
contratadas para atender a las personas privadas de la libertad dentro del proceso de 
resocialización y sus estrategias, adoptarán programas de atención garantizando los 
derechos a los que se refiere el artículo sexto de esta ley, incluyendo el acompañamiento 
espiritual en respeto irrestricto de la voluntad y convicción espiritual; así mismo podrán 

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 29 

DE 2024 SENADO, 014 DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 080 DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY NÚMERO 143 DE 2023 CÁMARA; 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 261 DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY NÚMERO 268 
DE 2023 CÁMARA Y PROYECTO DE LEY NÚMERO 151 DE 2023 CÁMARA 

por medio del cual se modifica la Ley 1616 de 2013 y se dictan otras disposiciones en materia de 
prevención y atención de trastornos y/o enfermedades mentales, así como medidas para la promoción y 

cuidado de la salud mental.
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concentrar a esta población para brindarles la atención necesaria. Las personas con 
enfermedades y/o trastornos mentales no podrán ser aisladas en la Unidad de Tratamiento 
Especial-UTE mientras estén recibiendo tratamiento. 

ARTÍCULO 5. Modifíquese el inciso primero y los numerales 1, 5 y se agregan cuatro 
nuevos numerales 9, 10, 11 y 12 al artículo 5 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 5°. DEFINICIONES. Para la aplicación de la presente ley y demás normas 
que regulen la protección de la salud mental, se tendrán en cuenta las siguientes 
definiciones: 

1. Promoción de la salud mental. La promoción de la salud mental es una estrategia 
intersectorial e interinstitucional que busca transformar los determinantes de la salud 
mental que impactan la calidad de vida, con el propósito de garantizar entornos saludables, 
satisfacer las necesidades; y facilitar medios para fomentar, mantener y mejorar la salud a 
nivel individual y colectivo. Esta estrategia considerará la multiculturalidad en Colombia con 
el objetivo de aumentar los factores protectores y reducir los factores de riesgo entre las 
demás acciones que se definan. 

(…) 

5. Trastorno mental. Es una condición clínica que afecta el pensamiento, el estado de 
ánimo, el comportamiento y la capacidad de una persona para funcionar en su vida diaria. 
Los trastornos mentales pueden variar en su gravedad y afectar diferentes áreas de la vida 
de una persona. 

(…) 

9. Entorno protector. Los entornos protectores son espacios sociales, naturales, o 
virtuales seguros para la participación, expresión, resiliencia y desarrollo. Son espacios 
libres de violencia donde las leyes se cumplen y la sociedad tiene prácticas protectoras y 
de cuidado de los unos con los otros que reducen la vulnerabilidad y fortalecen los derechos 
de las personas. 

10. Factores de riesgo. Son los factores biológicos y psicosociales; entre los que se 
comprenden los determinantes sociales en salud, que socavan la salud mental de las 

personas a nivel individual o colectivo; los cuales deben ser comprendidos y atendidos 
dentro de la promoción, prevención y atención integral en salud mental. 

11. Agentes comunitarios en salud mental. Voluntarios, organizaciones y/o líderes 
comunitarios que promueven las prácticas saludables y entornos protectores en su 
comunidad, trabajando en coordinación con las autoridades y el talento humano en salud, 
como con otros actores sociales. Capacitados en promoción, prevención y atención básica 
de salud para vincular la comunidad con los servicios de salud. 

12. Talento humano en salud. Compuesto por profesionales en psicología, psiquiatría, 
medicina general, terapia ocupacional, trabajo social y demás profesiones pertinentes 
según evidencia científica para el desarrollo familiar y, según las necesidades del 
tratamiento, con un enfoque diferencial, de curso de vida, de género y de derechos 
humanos y comunitario. 

CAPÍTULO II 

DERECHOS DE LAS PERSONAS EN EL ÁMBITO DE LA SALUD MENTAL 

ARTÍCULO 6. Modifíquese los numerales 8, 9; agréguese un numeral nuevo 17 y 
modifíquese el último inciso, en el artículo 6 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 6. DERECHOS DE LAS PERSONAS. Además de los derechos consignados en 
la Declaración de Lisboa de la Asociación Médica Mundial, la Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad y otros instrumentos internacionales, la Constitución 
Política, y la Ley General de Seguridad Social en Salud son derechos de las personas en el 
ámbito de la Salud Mental: 

Derecho a ejercer sus derechos civiles, y en caso de incapacidad para ejercer estos 
derechos, que la misma sea determinada con base en las disposiciones contenidas en la 
legislación vigente. 

Derecho a no ser discriminado o estigmatizado, por su condición de persona sujeto de 
atención en salud mental. Así como, a no ser sometido a tratos crueles e inhumanos. 

17. Derecho a la formación en salud mental desde la infancia, a cargo de las instituciones 
educativas, promoviendo hábitos saludables, valores democráticos en los entornos 
familiares, comunitarios e institucionales, educación emocional, orientación, 
acompañamiento y seguimiento en el manejo de las emociones. 

Este catálogo de derechos deberá publicarse en un lugar visible y accesible, así como en 
los espacios de atención virtual, de las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud o a 
quienes hagan sus veces, que brindan atención en salud mental en el territorio nacional. Y 
además deberá ajustarse a los términos señalados por la Corte Constitucional en la 
Sentencia T-760 de 2008 y demás jurisprudencia concordante. 

Artículo 7°. Derecho de objetar conciencia del Talento Humano en Salud Mental. 
El Talento Humano en Salud Mental tendrá derecho a la objeción de conciencia y podrán 
negarse a participar en prácticas que consideren contrarias a su ética profesional, o 
convicción. 

En ningún caso, el derecho a la objeción de conciencia podrá ser una barrera de acceso 
para los pacientes a la prestación de servicios médicos, en especial, los asociados con la 
salud mental. Dado el caso, se informará al paciente sobre los argumentos de la objeción 
en el marco de su derecho al consentimiento informado. 

En caso en que el paciente o su acudiente reafirmen el consentimiento frente a la prestación 
de servicios, la IPS o la que haga sus veces, deberá prestar el servicio a la brevedad posible 
a través de otro profesional idóneo. 

El paciente, o su acudiente podrá solicitar revaluación del procedimiento a la junta médica, 
fundamentado en la objeción de conciencia, para establecer un segundo concepto. Para lo 
cual, ésta deberá resolver de manera preferente y en términos expeditos la solicitud. 

CAPÍTULO III 

PROMOCIÓN DE LA SALUD MENTAL Y PREVENCIÓN DE LA ENFERMEDAD 
MENTAL 

ARTÍCULO 8o. PEDAGOGÍA COMO ESTRATEGIA DE PROMOCIÓN Y PREVENCIÓN 
EN SALUD MENTAL Y PREVENCIÓN DE LAS ENFERMEDADES MENTALES. Dentro 

de las estrategias, programas, acciones o servicios de promoción de la salud mental y 
prevención del trastorno mental, que trata el artículo 8 de la Ley 1616 de 2013, las 
entidades obligadas con el apoyo de la Comisión de Regulación de Comunicaciones 
desarrollarán de manera articulada acciones pedagógicas para educar sobre el concepto de 
salud mental, y dar a conocer las rutas de atención existentes en, cuentas en redes sociales 
de entidades y espacios virtuales institucionales; y su difusión en los distintos ámbitos como 
los comunitarios, laborales y educativos. La Radio Televisión Nacional de Colombia RTVC, 
coadyuvará para la emisión de dicho material audiovisual correspondiente. 

Para lo anterior, El Ministerio de Salud y Protección Social, el Consejo Nacional de Salud 
Mental, en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional deberán crear, generar y 
producir, contenidos y estrategias periódicas anuales de comunicación masiva que integren 
el sistema de medios públicos, incluyendo las cuentas de redes sociales de entidades; y a 
disposición de medios y canales de comunicación digitales públicos y privados, para la 
promoción y el cuidado de la salud mental, la educación emocional, la identificación 
temprana de enfermedades y/o trastornos mentales y la atención primaria en salud mental. 
A su vez, solicitarán espacios institucionales a la Comisión de Regulación de Comunicaciones 
para la divulgación en los canales de televisión abierta de acuerdo a lo contemplado en la 
normatividad que expida la CRC de conformidad a sus funciones establecidas en la Ley 
1341 de 2009 o la que modifique o sustituya. 

Asimismo, establecerán recomendaciones de advertencia a la audiencia sobre contenidos 
que puedan alterar la salud mental de los espectadores, con énfasis especial en la 
protección de niños, niñas y adolescentes. Dichas advertencias deberán ir acompañadas de 
información sobre las rutas de atención y prevención en salud mental. 

Estas estrategias se enfocarán en definir la salud mental, reducir el estigma, promover 
educación y competencias socioemocionales y fomentar la búsqueda oportuna de apoyo a 
través de las rutas existentes, teniendo en cuenta las diferencias territoriales en el acceso 
a la conectividad. 

Para contenidos que traten de manera directa el suicidio y que no estén dirigidos a la 
concientización, promoción y prevención; será obligatoria la advertencia de control parental 
y la información sobre las rutas de atención y prevención en salud mental que desarrolle el 
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Ministerio de Salud y Protección Social en la armonización con la oferta a nivel municipal y 
departamental. 

El Ministerio de Educación en conjunto con el Ministerio de Salud y en coordinación con las 
plataformas virtuales que faciliten la difusión de contenido audiovisual por internet, y como 
parte de su autorregulación, desarrollarán programas y capacitaciones a los usuarios para 
garantizar el uso adecuado y responsable de los mecanismos de control y supervisión, con 
el fin de proteger a los menores de edad en su acceso al contenido que atente contra su 
integridad física y moral, bienestar psicosocial y salud física y mental. 

Así mismo, el Observatorio Nacional de Salud Mental, en ejercicio de las funciones 
establecidas en la la Ley 1341 de 2009 o la que modifique o sustituya, realizarán estudios 
para analizar y vigilar la difusión, consumo y el comportamiento del mercado de los 
contenidos audiovisuales.  Estos estudios tendrán especial énfasis en prevenir y proteger 
la salud mental de los niños, niñas y adolescentes; y velarán para que se adopten medidas 
adecuadas con el objetivo de proteger la salud mental de los niños, niñas y adolescentes 
de los programas, los vídeos y la publicidad que puedan perjudicar su desarrollo físico, 
mental o moral, que inciten a la violencia o al odio; o de contenidos cuya difusión constituya 
una infracción penal, la provocación pública a la comisión de un delito, o para atentar contra 
en su integridad. 

El Observatorio Nacional de Salud Mental deberá publicar un informe público anual que 
contenga los hallazgos y represente un insumo técnico para que las entidades del órden 
nacional, tomen las medidas en materia de promoción y prevención. Asimismo, se facilitará 
contenido de pedagogía continuo y permanente de divulgación para la ciudadanía, accesible 
en los distintos medios de difusión pública nacional, regional y locales, sobre salud mental, 
prevención de todo tipo de violencias a menores y; supervisión y control parental en 
plataformas digitales y medios de telecomunicación. 

Para promover el desarrollo de las campañas pedagógicas y la participación ciudadana, los 
Ministerios de Salud y Protección Social y de Educación Nacional, apoyarán con recursos 
técnicos a fin de generar programas institucionales de información a la ciudadanía, 
relacionados con los derechos y mecanismos de protección para la integridad física, la salud 
física y moral de los niños, niñas y adolescentes. Estos programas se presentarán en los 

espacios institucionales existentes y en forma destacada en las plataformas públicas y 
cuentas de entidades en redes sociales; y disponibles para ser dispuestas por los 
proveedores de contenidos digitales audiovisuales privados. 

El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones brindará apoyo técnico 
al Ministerio de Salud y Protección Social en el marco de sus competencias. 

Parágrafo Primero: Se autoriza al Gobierno Nacional, destinar las partidas presupuestales 
necesarias dentro del Marco Fiscal de Mediano Plazo, para el desarrollo de lo dispuesto en 
la presente disposición. 

Parágrafo Segundo: En concordancia con la Ley 1146 de 2007, se desarrollará un PMU 
de vigilancia y recepción de denuncias entre la Fiscalía General de la Nación y la Policía 
Nacional de Colombia, con participación de la Procuraduría General de la Nación para lo de 
su competencia; con el objetivo de atender y resolver de manera oportuna las denuncias 
presentadas por contenido violatorio a los derechos de los menores en plataformas digitales 
y demás aplicaciones y sitios de internet accesibles desde el territorio nacional. 

ARTÍCULO 9. Agréguese un parágrafo nuevo al artículo 9 de la Ley 1616 de 2013, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 9. PROMOCIÓN DE LA SALUD MENTAL Y PREVENCIÓN DEL 
TRASTORNO MENTAL EN EL ÁMBITO LABORAL. 

Parágrafo. Las entidades que trata el presente artículo, deberán evaluar y ajustar 
periódicamente los lineamientos técnicos para prevenir y controlar los factores de riesgo 
psicosociales laborales que puedan generar efectos en la salud mental de los trabajadores, 
brindando prelación a las mujeres, en especial a las mujeres víctimas de violencia y las 
personas con discapacidad. 

Asimismo, las empresas y entidades públicas deberán promover y armonizar con las 
acciones de prevención, sensibilización, orientación y control de factores de riesgos 
psicosociales, a cargo de la Administradora de Riesgos Laborales al cual se está afiliada 
para garantizar un ambiente laboral libre de acoso laboral, y deberán implementar medidas 

que contribuyan al bienestar y la salud mental de sus trabajadores durante la jornada 
laboral. 

CAPÍTULO IV 

ATENCIÓN INTEGRAL E INTEGRADA EN SALUD MENTAL 

ARTÍCULO 10. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 1616 de 2013 el cual quedará así: 

ARTÍCULO 10. RESPONSABILIDAD EN LA ATENCIÓN INTEGRAL E INTEGRADA 
EN SALUD MENTAL. El Ministerio de Salud y Protección Social, dentro del marco de la 
Atención Primaria en Salud, adoptará el modelo de atención integral e integrada, los 
protocolos de atención y las guías de atención integral en salud mental, con la participación 
activa de las personas afectadas por condiciones de salud mental, pacientes, sus familias, 
cuidadores y otros actores relevantes, de acuerdo con la política nacional de participación 
social vigente. 

Dichos protocolos y guías incluirán progresivamente todos los problemas y trastornos así 
como los procesos y procedimientos para su implementación. Estos protocolos y guías 
deberán ajustarse de acuerdo a la evidencia científica cuando sea necesario; y se revisará 
su pertinencia y necesidad de actualización periódicamente cada dos años. 

El Ministerio de Salud y Protección Social, deberá promover en coordinación con la Dirección 
de Desarrollo del Talento Humano en Salud, programas de formación de competencias en 
salud mental en los diferentes actores, profesionales con experiencia y formación 
posgradual en salud, psicología, educación, profesionales en salud, maestros y docentes, 
padres de familia, líderes comunitarios según el nivel de complejidad. 

Asimismo, se asegurará la capacitación continua del Talento Humano en Salud de las Redes 
Integrales de Servicios de salud, en las actualizaciones de los protocolos y guías, así como 
en el marco constitucional y legal referente a la atención en salud mental; determinantes 
sociales y ambientales de la salud; y la definición en salud mental basada en capacidades 
individuales y colectivas, la práctica basada en evidencia científica (PBE) respetando las 
características culturales a través del diálogo entre saberes; calidad y calidez del servicio y 
humanización de la atención. 

Se priorizará el diseño y la implementación de programas y acciones complementarias de 
atención y protección para las personas con trastornos mentales graves, así como para sus 
familias y cuidadores. 

Se desarrollará, con el apoyo del Consejo Nacional de Salud Mental, dirección, monitoreo y 
seguimiento a la implementación de la política de salud mental. 

PARÁGRAFO 1. Los tratamientos integrales en salud mental deberán ser atendidos por 
profesionales del talento humano en salud según las necesidades del paciente. La 
evaluación sobre la atención integral efectiva, adherencia a los tratamientos, necesidad de 
talento humano y demás variables pertinentes, estará a cargo de las entidades competentes 
a nivel nacional y territorial. 

PARÁGRAFO 2. EL Ministerio de Salud y Protección social junto a la Unidad de Atención 
para las Víctimas - UARIV, en articulación con las entidades territoriales, en sus capacidades 
constitucionales, diseñarán e implementarán lineamientos especiales para las víctimas del 
conflicto armado con un enfoque de rehabilitación psicosocial en un entorno protector, 
priorizando su aplicación en las subregiones PDET y ZOMAC.  

ARTÍCULO 11 ENFOQUE DIFERENCIAL EN LA ATENCIÓN EN SALUD MENTAL. El 
Gobierno Nacional, junto con las Empresas Administradoras de Planes de Beneficios (EAPB) 
o las entidades que hagan sus veces, y las entidades territoriales deberán realizar 
programas de atención integral con enfoque diferencial, étnico y poblacional en salud 
mental que garanticen los derechos de la población colombiana que así lo requiera. 

ARTÍCULO 12 Modifíquese el artículo 11 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 11. ACCIONES COMPLEMENTARIAS PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL. 
La atención integral en salud mental no se reducirá a un tratamiento médico, psicológico o 
psiquiátrico, y se llevará a cabo con un enfoque biopsicosocial y comunitario e incluirá 
acciones complementarias al tratamiento tales como la integración familiar, social, laboral, 
educativa y en actividades culturales, físicas, deportivas y/o recreativas. 

Para tal efecto, el Ministerio de Salud y Protección en coordinación con el Ministerio de 
Educación garantizará la incorporación del enfoque promocional de la Calidad de Vida y la 
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acción transectorial e intersectorial necesaria como elementos fundamentales en el diseño, 
implementación y evaluación de las acciones complementarias para la atención integral en 
salud mental, y deberá incluir la educación emocional, sensibilización y prevención de todo 
tipo de violencia. 

Para promover los entornos protectores para la salud mental, los entes territoriales y las 
autoridades en temas de salud y educación de los niveles nacional, departamental, distrital 
y municipal, armonizarán y articularán sus campañas de prevención, sensibilización, 
orientación y capacitación, y convocarán a participar a organizaciones sociales, étnicas y 
comunitarias, a familias, a cuidadores y a otros actores interesados. Estas capacitaciones 
deberán considerar las rutas de atención en salud mental, educación emocional, 
sensibilización y prevención de todo tipo de violencia y promover elementos básicos de 
autocuidado, incluyendo la promoción de factores protectores, la atención en situaciones 
de crisis y los primeros auxilios psicológicos, sin perjuicio de los demás temas que se definan 
en el marco de su autonomía. 

ARTÍCULO 13. PROGRAMAS DE ATENCIÓN INTEGRAL EN SALUD MENTAL. Dentro 
de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, el Gobierno 
Nacional diseñará e implementará programas integrales de atención en salud mental, 
adaptados al territorio y al momento del curso de vida de la persona, incluyendo sus 
entornos de funcionamiento, sin perjuicio de que pasado ese tiempo se prorrogue su 
obligación o competencia reglamentaria. Dichos programas deberán contar con equipos 
interdisciplinarios, con el propósito de garantizar la promoción de la salud mental y la 
prevención, intervención y manejo de trastornos mentales en la población, educación 
emocional desde la infancia, sensibilización en medidas de prevención de la violencia y rutas 
de atención.  

Parágrafo: El Ministerio de Salud y Protección Social establecerá directrices para llevar a 
cabo los programas integrales de atención en salud mental, los cuales se evaluarán cada 
dos años, con el fin de garantizar su efectividad y pertinencia, especialmente en territorios 
apartados. 

ARTÍCULO 14. DEPORTE, CULTURA Y SALUD MENTAL. El Ministerio de Salud y 
Protección Social, en articulación con el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio del 

Deporte y el Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes, desarrollarán acciones 
conjuntas que integren las actividades físicas, deportivas, recreativas y culturales como 
elementos protectores y promotores del cuidado de la salud mental. 

Las instituciones educativas públicas y privadas tendrán prioridad en la implementación de 
dichas acciones. 

CAPÍTULO V 

RED INTEGRAL DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD MENTAL 

 

ARTÍCULO 15. Agréguense dos parágrafos al artículo 15 de la Ley 1616 de 2013, el cuál 
quedará así: 

Artículo 15. Puerta de entrada a la red. (...) 

Parágrafo 1: El primer nivel de atención deberá Implementar un enfoque biopsicosocial, 
con el fin de promover los entornos protectores en función de la prevención de trastornos 
y/o enfermedades mentales tales como bulimia, anorexia depresión, trastorno afectivo 
bipolar, esquizofrenia, ansiedad, trastornos de la conducta alimentaria, trastorno límite de 
la personalidad, entre otras. 

Parágrafo 2: Las redes integrales que trata el artículo 12 de la presente ley, deberán 
aplicar campañas de promoción en salud mental con énfasis en autocuidado; con el debido 
seguimiento y evaluación de metas. 

ARTÍCULO 16. Modifíquese el artículo 20 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 20. MEJORAMIENTO CONTINÚO DEL TALENTO HUMANO. Los 
prestadores de servicios de salud públicos y privados deberán garantizar la actualización 
continua del talento humano que atiende en servicios de salud mental en nuevos métodos, 
técnicas y tecnologías pertinentes y aplicables en promoción de la salud mental, prevención, 
tratamiento y rehabilitación psicosocial, independiente de la forma de vinculación al 
prestador. Esta formación estará enmarcada en la humanización y el trato digno al paciente, 
sus familiares y cuidadores.  

Así mismo, los prestadores de servicios de salud públicos y privados deberán, con la guía 
del Ministerio de Salud y Protección Social o quien haga sus veces y el Ministerio de 
Educación, implementar sistemas de evaluación anual a los funcionarios a su cargo con el 
fin de supervisar la correcta gestión y práctica de sus funciones, buscando establecer una 
práctica segura alrededor de la salud mental. 

La Superintendencia Nacional de Salud vigilará el cumplimiento de lo previsto en el presente 
artículo e informará lo actuado periódicamente al Ministerio de Salud y Protección Social, y 
al Consejo Nacional de Talento Humano en Salud para lo de su competencia. 

ARTÍCULO 17. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 22. TALENTO HUMANO EN ATENCIÓN PRIMARIA Y PRE 
HOSPITALARIA. Las personas que hagan parte del equipo de atención primaria y pre 
hospitalaria en Salud Mental deberán acreditar título de Medicina, Psiquiatría, Psicología, 
Enfermería o Atención Pre hospitalaria. 

En todo caso, los prestadores de servicios de salud deberán garantizar que el talento 
humano asignado a la atención pre hospitalaria, cuente con el entrenamiento y 
fortalecimiento continuo de competencias capacitación continua en el área de Salud Mental, 
en salud mental comunitaria o en los campos relacionados con el bienestar psicosocial, así 
como en el manejo de urgencias psicológicas y psiquiátricas, con el fin de garantizar una 
atención idónea, oportuna y efectiva con las capacidades para la intervención en crisis y 
manejo del paciente con enfermedad y/o trastorno mental. 

Este equipo deberá estar en constante articulación con el Centro Regulador del ámbito 
departamental, distrital y municipal según corresponda. 

El equipo interdisciplinario podrá ampliar su cobertura a la atención de primeros auxilios 
psicológicos, actividades de prevención, inducción a la demanda y promoción de servicios 
de salud mental, con la capacitación de personal de apoyo no profesional en salud mental 
y psicosocial en niveles tecnológicos, técnicos y agentes comunitarios. 

El Ministerio de Salud y Protección Social definirá estrategias coordinadas con los entes 
territoriales para la convocatoria y capacitación de los agentes comunitarios en salud mental 
dentro de los programas establecidos para tal fin. 
 

CAPÍTULO VI  

PARTICIPACIÓN SOCIAL 

ARTÍCULO 18, APOYO A CUIDADORES. Las Empresas Administradoras de Planes de 
Beneficios (EAPB), o las entidades que hagan sus funciones, en conjunto con las entidades 
territoriales ofrecerán dentro de sus estrategias de promoción y prevención, apoyo 
psicosocial y capacitación a los cuidadores de personas afectadas por trastornos mentales 
para mejorar su bienestar y calidad de vida. 

ARTÍCULO 19. Atención Integral y Preferente en Salud Mental de la juventud. 

En consonancia con la Ley 1622 de 2013 y la Ley 2231 de 2022, y en armonización con los 
artículos 23, 24 y 25 de la Ley 1616 de 2013, se brindará una atención integral en salud 
mental preferente a la población joven, entendiendo que esta incluye a las personas entre 
los 14 y 28 años de edad en proceso de consolidación de su autonomía intelectual, física, 
moral, económica, social y cultural. Sin generar ningún perjuicio frente a la priorización que 
poseen los niños, niñas y adolescentes. 

Las Instituciones de educación básica, media y superior, tanto privadas como públicas, 
podrán ser parte del diseño y aplicación de estrategias establecidas en el artículo 24 de la 
Ley 1616 de 2013, para la atención y prevención de los trastornos mentales, mediante la 
promoción de la salud mental, orientada hacia la educación emocional, la prevención del 
suicidio y de la reducción de riesgos y daños asociados al Consumo de Sustancias 
psicoactivas. 

Las Entidades Territoriales Certificadas en Educación que trata el artículo 24 de la Ley 1616 
de 2013, podrán contar con un equipo interdisciplinario de profesionales en salud mental, 
para realizar el abordaje coordinado, interdisciplinario e interinstitucional de los problemas 
en salud mental en instituciones educativas y brindar apoyo en la sensibilización a la 
comunidad educativa de la respectiva entidad territorial. 
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ARTÍCULO 20. SENSIBILIZACIÓN AL PERSONAL DE LAS INSTITUCIONES 
EDUCATIVAS. Las instituciones educativas de educación preescolar, básica y media de 
carácter público y privado en el marco de su autonomía podrán desarrollar estrategias que 
tengan como fin la sensibilización, con enfoque preventivo y predictivo a docentes, y cuerpo 
administrativo, con el fin de brindarles herramientas que les permitan identificar factores 
de riesgo, signos y síntomas de las enfermedades y/o trastornos mentales y problemas 
psicosociales, así como el consumo abusivo de sustancias psicoactivas, señalando las rutas 
de atención de las diversas autoridades competentes y favoreciendo a la consolidación de 
entornos protectores en el ámbito escolar. 

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Salud y Protección Social y 
el Ministerio de Educación nacional o quienes hagan sus veces, articularán las estrategias 
pedagógicas que trata la presente ley y en armonización con las estrategias de prevención 
de abuso sexual infantil y todo tipo de violencias contra menores, con las entidades de 
educación de los distintos niveles, para promover la promoción y prevención como la 
participación comunitaria y la reducción de factores de riesgo en el ámbito escolar tales 
como estigmatización y/o fenómenos de exclusión o matoneo. 

ARTÍCULO 21. SALUD MENTAL DENTRO DE LAS ESCUELAS PARA PADRES Y 
MADRES DE FAMILIA Y CUIDADORES EN EL SISTEMA EDUCATIVO. En atención a 
lo dispuesto en el artículo 5º Ley 2025 del 2020, las Escuelas para Padres y Madres de 
Familia y cuidadores deberán fomentar y apoyar el acceso efectivo y el ejercicio del derecho 
a la salud mental de niñas, niños, adolescentes y jóvenes dentro de los ambientes escolares, 
promoviendo la creación de redes de apoyo de la sociedad civil enfocadas en la prevención 
de los trastornos mentales en armonización con las estrategias de prevención de abuso 
sexual infantil y todo tipo de violencias contra menores, la detección de personas en riesgo 
y la promoción y cuidado de la salud mental, para lo cual el Ministerio de Salud en 
coordinación con el Ministerio de Educación brindarán el acompañamiento y apoyo técnico 
respectivo, en conjunto con las Entidades Territoriales Certificadas en Educación para 
garantizar una capacitación y pedagogía efectiva de las comunidades.  

ARTÍCULO 22. Agréguese un parágrafo al artículo 25 de la Ley 1616 de 2013, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 25. SERVICIOS DE SALUD MENTAL PARA NIÑOS, NIÑAS, 
ADOLESCENTES Y JÓVENES. (...) 

PARÁGRAFO 1. Los actores enunciados en el presente artículo, en coordinación con el 
Ministerio de Salud y Protección Social, en el término de un año, adoptarán un protocolo 
de promoción y cuidado de la salud mental y prevención de los trastornos mentales en el 
que se logre consolidar un modelo de atención integral e interseccional, desde un enfoque 
de Derechos Humanos, determinantes sociales en salud; factores y protectores, en materia 
de salud mental para niños, niñas, adolescentes y jóvenes. 

Éste deberá establecer criterios diferenciales adaptados al momento del curso de la vida de 
los niños, niñas, adolescentes y jóvenes y en función de los trastornos mentales que les 
afecten. 

PARÁGRAFO 2. Las EPS públicas y privadas, IPS y entidades territoriales de salud 
deberán, en el marco de sus funciones en promoción y prevención en salud mental, articular 
con las entidades educativas mediante la creación de comités de salud mental.  Se 
coordinará con los comités la realización de tamizajes en salud mental para los estudiantes, 
docentes, directivos, personal administrativo y demás personas que estén vinculadas a la 
institución con el fin de generar un informe anual, a cargo de la Secretaría de Salud 
correspondiente, que permita arrojar alertas tempranas para prevenir y promover la salud 
mental.  Lo anterior sin perjuicio del derecho a la confidencialidad y reserva de la historia 
clínica.  

ARTÍCULO 23 Agréguense los siguientes Parágrafos al artículo 27° de la Ley 1616 de 
2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 27. GARANTÍA DE PARTICIPACIÓN. (...) 

PARÁGRAFO 1. Corresponderá a las Secretarías de Salud departamentales, distritales y 
municipales, y a las entidades promotoras de salud e instituciones prestadoras de servicios 
de salud, o quienes hagan sus veces, garantizar canales de comunicación y difusión 
oportunos que les permita conocer a los usuarios, las políticas, planes, programas y 
proyectos relacionados con la atención en salud mental, así como los medios sobre los 
cuales pueden presentar solicitudes, requerimientos, quejas, felicitaciones y demás que 

estimen pertinentes. Las Secretarías de Salud deberán establecer mecanismos para la 
retroalimentación ciudadana sobre las políticas, planes, programas y proyectos relacionados 
con la atención en salud mental. 

PARÁGRAFO 2. La Superintendencia Nacional de Salud y los entes territoriales a través 
de las Direcciones Territoriales de Salud ejercerán la inspección, vigilancia y control con 
relación a lo establecido en el inciso anterior, así como también tendrán la facultad de 
imponer sanciones respecto a irregularidades probadas frente a la garantía de la veeduría 
ciudadana y participación real, efectiva y vinculante de las personas, familias, cuidadores, 
comunidades y sectores. 

PARÁGRAFO 3. Con el fin de fortalecer la participación de la sociedad civil en la promoción 
de la salud mental, se promoverá la creación y el fortalecimiento de espacios de 
participación ciudadana a nivel local y nacional. Estos espacios brindarán la oportunidad de 
involucrar a las personas, las familias, las organizaciones comunitarias y las instituciones 
en la planificación, implementación y evaluación de las acciones de promoción de la salud 
mental. El Ministerio de Salud y Protección Social facilitará los mecanismos y recursos 
necesarios para asegurar la participación activa y significativa de estos actores en la toma 
de decisiones relacionadas con la salud mental. 

ARTÍCULO 24 Modifíquese el numeral 10 y agréguese un nuevo Parágrafo 2. al artículo 
29 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 29. CONSEJO NACIONAL DE SALUD MENTAL. La instancia especializada 
creada en el artículo 10 de la Ley 1566 de 2012 se denominará Consejo Nacional de Salud 
Mental, consistente en un conjunto de organismos y entidades, articulados entre sí. (...) 

10. Dos (2) representantes de los Consejeros de Juventud, uno por el Consejo Nacional y 
uno por la Plataforma Nacional de Juventudes. (...) 

Parágrafo 2. Estos Consejos Departamentales garantizarán que en los municipios y 
distritos exista difusión de la información sobre la oferta institucional en salud mental y 
rendirán un informe anual en los términos de este artículo al Ministerio de Salud y Protección 
Social.  

CAPÍTULO VII 

INFORMACIÓN Y FOMENTO A LA INVESTIGACIÓN EN SALUD MENTAL 

ARTÍCULO 25 RED MIXTA NACIONAL Y TERRITORIAL DE SALUD MENTAL. El 
Ministerio de Salud y Protección Social en coordinación con el Consejo Nacional de Salud 
Mental, reglamentará la conformación de una Red Mixta Nacional y Territorial de Salud 
Mental. Esta tendrá como propósito contribuir al diseño, implementación y seguimiento de 
todos los planes, proyectos, políticas y acciones relacionados con la salud mental en 
Colombia. 

PARÁGRAFO 1. Esta red será conformada a través de una convocatoria abierta dirigida a 
organizaciones no gubernamentales que representen de manera efectiva a las comunidades 
que trabajan en salud mental, como colegios de psicólogos, asociaciones de psiquiatría, 
institutos de educación superior, centros de investigación, ONG, organizaciones civiles y 
cualquier otra entidad con experiencia en política pública, salud mental e investigación en 
el campo.  

PARÁGRAFO 2. Se establecerá una mesa de trabajo permanente en el marco de la Red 
Mixta Nacional y Territorial de Salud Mental, en colaboración con el Ministerio de Salud y 
Protección Social, el Ministerio de Ciencia y Tecnología y el Ministerio de Educación 
Nacional. Esta mesa incluirá representantes del Consejo Nacional de Salud Mental, del 
Observatorio Nacional de Salud, así como de centros de investigación y centros de atención 
psicológica vinculados a facultades de psicología a nivel nacional, y de organizaciones no 
gubernamentales que se centren en la investigación y divulgación de información 
relacionada con factores de salud mental, factores de protección y factores de riesgo. Se 
pondrá énfasis especial en la promoción de la salud mental.  

Esta mesa de trabajo tendrá la capacidad de establecer recomendaciones para la 
recopilación, análisis y difusión de datos en materia de salud mental. 

ARTÍCULO 26 agréguese un nuevo numeral 5 y un parágrafo 2 al artículo 32 de la Ley 
1616 de 2013, el cual quedará así: 

Artículo 32. Observatorio Nacional de Salud. (...) 
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5. Generar un informe actualizado sobre el estado de la salud mental en Colombia, el cual 
deberá incluir un análisis de los tratamientos más frecuentes, riesgos, actores, zonas, 
determinantes sociales en salud y requerimientos específicos en salud mental, con un 
capítulo especial en materia laboral y educativa. El Ministerio de Salud y Protección Social 
establecerá la periodicidad de los informes y las acciones para resolver los hallazgos con 
las respectivas entidades que ejercen inspección, vigilancia y control, sin que esta 
actualización pueda ser superior a cada 2 años.  

(...) 

PARÁGRAFO 2. El Ministerio de Salud y Protección Social y la Superintendencia Nacional 
de Salud establecerán mecanismos de monitoreo, seguimiento y evaluación de las acciones 
de promoción de la salud mental, con el fin de garantizar su efectividad y realizar los ajustes 
necesarios. Asimismo, se fomentará la retroalimentación constante con la sociedad civil y 
los actores involucrados, para asegurar la mejora continua de las políticas y programas de 
salud mental en Colombia. 

ARTÍCULO 27. Modifíquese el artículo 36 de la Ley 1616 de 2013, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 36. SISTEMA DE INFORMACIÓN. El Ministerio de Salud y Protección Social 
o la entidad que haga sus veces, las Direcciones Territoriales de Salud Departamentales, 
distritales y municipales deberán generar los mecanismos para la recolección de la 
información de los Registros Individuales de Prestación de Servicios de Salud de salud 
mental e incluirlos en la Clasificación Única de Procedimientos en Salud. 

De igual forma incluirá dentro del sistema de información todos aquellos determinantes 
individuales o sociales de la Salud Mental a efectos de constituir una línea de base para el 
ajuste continuo de la prevención y atención integral en Salud Mental, así como para la 
elaboración, gestión y evaluación de las políticas y planes consagrados en la presente ley. 

La información recolectada deberá reportarse en el Observatorio Nacional de Salud el cual 
deberá recoger, procesar, analizar, difundir la misma para insumo, divulgación y 
apropiación del conocimiento.  

El Sistema deberá articularse con el Sistema Integrado de Información de la Protección 
Social y demás sistemas de datos, teniendo en cuenta la normativa vigente en materia de 
interoperabilidad. 

El Sistema podrá generar vínculos de articulación con las entidades/organizaciones que 
voluntariamente se suscriban y que participan en las labores de producción de 
conocimiento, tecnologías e innovación en salud y en las disciplinas que aportan al 
reconocimiento de las condiciones socio-culturales que favorecen la promoción de la salud 
mental y la prevención de los trastornos mentales. 

El Sistema se articulará con el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, con el fin de 
armonizar con los recursos humanos y técnicos de ciencia, tecnología e innovación y 
constituir la base para la comprensión y el reconocimiento continuo de las necesidades de 
salud mental de la población colombiana, así como de las oportunidades de mejora de los 
servicios orientados a atender tales necesidades. 

Parágrafo 1. Los actores integrantes del Sistema de Información, promoverán el 
intercambio intersectorial con los actores de los demás sistemas nacionales y regionales 
que guarden relación con los intereses y objetivos del sistema, así como con los distintos 
observatorios académicos e institucionales para coadyuvar en la generación y análisis de 
datos en salud mental. 

Parágrafo 2. El Observatorio Nacional de Salud formulará una estrategia de actualización 
de la información sobre Salud Mental y del Consumo de Sustancias Psicoactivas, en un 
término no mayor a seis (6) meses, contados a partir de la promulgación de la presente 
ley. 

ARTÍCULO 28. Adiciónese un artículo Nuevo 36 A. a la Ley 1616 de 2013, del siguiente 
tenor: 

Artículo 36A. OBJETIVOS DEL SISTEMA DE INFORMACIÓN EN SALUD MENTAL. 
Los objetivos del sistema, sin perjuicio de los demás que se definan bajo la potestad 
reglamentaria del Ministerio de Salud y Protección Social y el desarrollo de la Política 
Nacional de Salud Mental, serán: 

1. Propiciar la generación, apropiación y uso del conocimiento a través de las actividades de 
investigación, desarrollo e innovación, con el objeto de mejorar las posibilidades de 

reconocimiento, evaluación e intervención de la salud mental en Colombia. 

2. Reconocer y articular el conjunto de actores que participan de las actividades de 
investigación, desarrollo e innovación referentes al manejo de la salud mental en el país. 

3. Promover el intercambio intersectorial entre actores del Sistema de Salud y Ciencia 
Innovación y Tecnología; y actores de otros sistemas y observatorios nacionales y regionales 
que guarden relación con los intereses y objetivos del sistema. 

4. Promover la conformación de alianzas y convenios público privados que comprendan el 
relacionamiento entre Instituciones de Educación Superior - empresa - estado -sociedad civil 
para el desarrollo de capacidades en atención en salud mental. 

5. Favorecer el desarrollo de indicadores que permitan detectar el estado de la salud mental en 
Colombia, así como apoyar los procesos de toma de decisión para la gestión de la misma. 

6. Favorecer el desarrollo de sistemas de datos desglosados por rasgos o variables que permitan 
identificar las necesidades por grupo poblacional y por territorios. 

7. Promover y desarrollar investigación pertinente y relevante sobre atención primaria en salud 
mental y bienestar psicosocial. 

 

CAPÍTULO VIII  

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 29. RECURSOS PARA LA PREVENCIÓN DE ENFERMEDADES Y/O 
TRASTORNOS MENTALES Y LA PROMOCIÓN DE LA BUENA SALUD MENTAL El 
Ministerio de Salud, creará la subcuenta y el trazador presupuestal para proyectar y cubrir el 
gasto específico como el Presupuesto requerido anualmente, para la promoción de la buena 
salud mental y prevención de enfermedades y/o trastornos mentales, de acuerdo con el Marco 
Fiscal a Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo. 

PARÁGRAFO. La asignación de recursos para la Policía Nacional en la prevención de 
enfermedades y/o trastornos mentales y la atención y cuidado de la salud mental, se efectuará 
de conformidad a la asignación presupuestal anual que el Gobierno Nacional destine a la 
Institución para las unidades ejecutoras de gestión general, Salud y Educación Policial. 

ARTÍCULO 30. MES DE LA SALUD MENTAL. Declárase el mes de octubre como el mes de 
la salud mental en Colombia, en concordancia con el marco internacional de la conmemoración 
del día de la salud mental. 

En el marco del mes de la Salud Mental en Colombia, cada uno de los actores relacionados con 
la política de salud mental, desarrollarán actividades de forma articulada que permitan la 
prevención y atención de trastornos y/o enfermedades mentales, así como medidas para la 
promoción y cuidado de la salud mental. 

ARTÍCULO 31 INFORMES AL CONGRESO. El Ministerio de Salud y Protección Social en 
conjunto con el Consejo Nacional de Salud Mental enviará un informe anual al Congreso de la 
República a las comisiones séptimas de Senado y Cámara de Representantes, sobre la 
implementación, evaluación y cumplimiento de la política de Salud Mental, así como lo dispuesto 
en la presente ley, y en las leyes 1566 de 2012 y 1616 de 2013 y demás normatividad 
relacionada. 

ARTÍCULO 32. Instancia directiva para salud mental. El Ministerio de Salud y Protección 
Social creará una instancia de nivel directivo de Salud Mental a cargo del Viceministerio de Salud 
Pública y Prestación de Servicios del Ministerio de Salud y Protección Social para hacer efectiva 
una política integral de salud mental. Con las siguientes funciones, sin perjuicio de las que se 
definan en su potestad reglamentaria como ente rector del sistema: 

1. Coordinar las acciones intersectoriales en salud mental para la implementación de los 
programas de salud mental en los distintos entornos: familiar, escolar, laboral y comunitario. 

2. Promover y apoyar en conjunto con instituciones de educación superior, centros de 
investigación públicos o privados y organizaciones nacionales o internacionales la realización de 
proyectos de investigación sobre necesidades de salud mental en los territorios, sobre 
determinantes de dichas necesidades y sobre programas de intervención basados en evidencia 
para responder a dichas necesidades. 
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3. Promover en coordinación con la Dirección de Desarrollo del Talento Humano en Salud, 
programas de formación de competencias en salud mental en los diferentes actores, 
profesionales con experiencia y formación posgradual en salud, psicología, educación, 
profesionales en salud, maestros y docentes, padres de familia, líderes comunitarios según el 
nivel de complejidad. 

4. Liderar la garantía al acceso equitativo de toda la población a servicios integrales de salud 
mental que incluyan la promoción prevención de problemas y trastornos mentales, atención y 
rehabilitación integral en salud mental. 

5. Desarrollar, con el apoyo del Consejo Nacional de Salud Mental, dirección monitoreo y 
seguimiento a la implementación de la política de salud mental. 

6. Asimismo, creará el Sistema Nacional de Atención a las Personas Consumidoras de Sustancias 
Psicoactivas. Esta instancia diseñará e implementará el Programa Nacional de Intervención 
Integral frente al consumo de sustancias psicoactivas, como una instancia de alto nivel para 
articular las instituciones con competencia en la materia y coordinar un proceso participativo 
de revisión, ajuste y puesta en marcha de las Políticas de Salud Mental y de Sustancias 
Psicoactivas; frente al consumo, desde conocimiento basado en evidencia, desde enfoques de 
salud pública, Derechos Humanos, género, convivencia y con participación comunitaria. 

ARTÍCULO 33 (NUEVO). INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE RECURSOS.  La 
Superintendencia Nacional de Salud, en conjunto con el Ministerio de Salud y Protección Social 
o quien haga sus veces, será la encargada de realizar de manera anual la inspección, vigilancia 
y control de los recursos destinados a salud mental, y su implementación por parte de las IPS 
y EPS del país. 

Para esto, la Superintendencia Nacional de Salud deberá rendir un informe anual, disponible 
para control ciudadano en la página web, promoviendo su amplia difusión.  

ARTÍCULO 34 (NUEVO). SERVICIO SOCIAL EN SALUD MENTAL.  El Ministerio de 
Educación Nacional en concordancia con los lineamientos dictados por el Ministerio de Salud y 
Protección Social o quien haga sus veces, articulará con las entidades de educación superior 
para la realización de convenios con el fin de promover que los estudiantes de las áreas de 
psicología psiquiatría, terapia ocupacional, trabajo social, entre otras; puedan realizar sus 

 

prácticas y/o pasantías en comunidades con indicadores de riesgo en determinantes sociales 
de salud mental. 

Parágrafo. Las instituciones educativas de educación superior garantizarán la difusión de la 
oferta y demanda de prácticas y pasantías en salud mental gestionada por las entidades 
mencionadas, para garantizar la cobertura efectiva. 

ARTÍCULO 35 (NUEVO).  ORIENTACIÓN A CONNACIONALES. El Gobierno nacional, a 
través del Ministerio de Salud y Protección Social, el Consejo Nacional de Salud Mental o la 
entidad que haga sus veces y el Ministerio de Relaciones Exteriores, coordinarán las acciones 
pertinentes para orientar a los connacionales, sobre las rutas de acceso a atención psicosocial 
desde el exterior; así como para garantizar la difusión de la oferta sobre prevención y atención 
integral de enfermedad mental en Colombia y en el país de acogida. 

ARTÍCULO 36 (NUEVO). DISPENSACIÓN DE MEDICAMENTOS.  La entidad prestadora 
de salud o quien haga sus veces, deberá asegurar la continuidad del tratamiento de las personas 
con trastornos de salud mental y del espectro neurológico, para lo cual no podrá suspender en 
ningún momento la formulación ni dispensación de medicamentos para el manejo de los 
mismos, dentro del marco de rehabilitación.  Lo anterior, salvo por decisión del paciente o del 
médico tratante previo consentimiento informado del paciente y/o su representante legal 
cuando aplique dentro del marco de rehabilitación. 

Para dar cumplimiento lo anterior se tendrán presentes las siguientes disposiciones: 

a) Se garantizará su entrega a nivel nacional, para lo cual el gobierno nacional definirá la ruta 
para que las Instituciones Prestadoras de Salud – IPS, las Entidades Prestadoras de Salud – 
EPS, o las entidades que hagan sus veces, el Personal de Salud, los dispensarios, las farmacias 
autorizadas y los pacientes, puedan acceder a la orden médica, para su efectivo tratamiento y 
control.  De igual manera, la EPS o el dispensario autorizado, no podrán requerir o exigir al 
paciente copia de la información que ya reposa en el sistema de información de la orden médica 
y/o autorización de servicios no PBS.   

b) Se deberá contar con firma digital del médico tratante, donde sea posible, para la debida 
prescripción de exámenes, tratamientos y ordenes médicas que se consideren necesarios. 

d) Se garantizará la entrega de los medicamentos por el tiempo prescrito.  Aquellos    
tratamientos prescritos y catalogados como permanentes no podrán ser suspendidos por excusa 

de falta de actualización de la fórmula o autorización médica.  En caso de escasez o 
desabastecimiento de medicamentos, el Gobierno nacional deberá disponer lo pertinente para 
el reemplazo oportuno del medicamento más óptimo para el paciente. 

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional establecerá los procedimientos y reglamentación para la 
dispensación, con base en la orden médica y/o autorización de servicios no PBS con base en la 
historia clínica electrónica y la interoperabilidad de los sistemas de la red de salud, prestadoras 
y dispensarios públicos y privados. 

Parágrafo 2°. Las presente disposiciones, con las demás contempladas en la presente ley que 
le sean aplicables, deberán articularse y armonizarse con la Ley 1414 de 2010, en el marco del 
Proceso de Atención Integral para las personas que padecen epilepsia. 

ARTÍCULO 37 (NUEVO). CARACTERIZACIÓN EN SALUD MENTAL.  El Ministerio de Salud 
y Protección Social o quien haga sus veces en coordinación y apoyo del Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (DANE), el Consejo Nacional de Salud Mental, el 
Observatorio Nacional de Salud y las demás entidades que se considere necesario convocar 
incluidas las EAPB, IPS o las que hagan sus veces, deberán recopilar, consolidar y reportar la 
información necesaria con el fin de adelantar una caracterización plena y continua del trastorno 
mental y de la salud mental en Colombia, con el fin de generar datos y evidencia de base sobre 
la carga de la enfermedad, la predictibilidad de la misma, los determinantes sociales de la salud, 
los factores de riesgo y los factores protectores; y demás información relevante para el diseño 
e implementación de la Política Nacional de Salud Mental y la atención integral en salud. 

Parágrafo 1. Para efectos de la implementación de la presente disposición, entre las demás 
que se consideren necesarias, el Ministerio de Salud y Protección Social deberá emitir un reporte 
anual, el cual será de conocimiento público sobre los avances en materia científica, de 
caracterización y diagnóstico, así como las acciones y recomendaciones para la formulación y 
evaluación de la Política Nacional de Salud Mental. 

Parágrafo 2. La presente disposición respetará y se armonizará con los derechos de reserva 
sobre la historia clínica de los pacientes así como se armonizará con los dispuesto en la Ley 
2015 del 2020 sobre interoperabilidad de los sistemas de información. 

ARTÍCULO 38 (NUEVO). MODELO COMUNITARIO EN LA PROMOCIÓN Y 
PREVENCIÓN DE LA SALUD MENTAL.  El Gobierno nacional a través del Ministerio de Salud 

y Protección Social, el Consejo Nacional de Salud Mental o la entidad que haga sus veces, el 
Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio del Interior, desarrollarán conjuntamente las 
acciones pertinentes para articular las estrategias, políticas y programas de promoción y 
prevención de en salud mental con las organizaciones comunitarias de base, incluyendo las 
organizaciones basadas en la fe en armonización con las políticas de libertad religiosa, así como 
las instituciones de educación en todos los niveles; sin perjuicio del respeto irrestricto a la 
voluntad de participación. 

Dentro de dichas estrategias se contemplarán, la formación en primeros auxilios psicológicos, 
pedagogía y socialización de rutas para acceder al sistema de salud, campañas y capacitación 
en autocuidado, autoestima, prevención del suicidio, trastornos y enfermedades mentales y el 
consumo de sustancias psicoactivas; buscando promover la participación activa de los padres 
de familia.   

Se fortalecerá la articulación entre la Nación, el territorio en coordinación con las Secretarías de 
Salud departamentales, municipales y distritales; y los entornos de participación comunitarios.  
Entre ellos se contará con los Comités de Libertad Religiosa, Instituciones Educativas y sus 
escuelas de padres, Juntas de Acción Comunal y Local y demás instancias comunitarias 
pertinentes, para la implementación del modelo comunitario en promoción y prevención en 
salud mental. 

El Gobierno nacional coordinará la armonización de la presente ley y de la Política Nacional de 
Salud mental con el Plan Nacional de Orientación Escolar, los Centros de Escucha, las Zonas de 
Orientación y demás estrategias comunitarias que fomenten las acciones de promoción, 
prevención, atención, servicios y oportunidades para mejorar la calidad de vida de las 
comunidades. 

Se tendrá especial enfoque hacia mujeres, niños, niñas y adolescentes, personas con 
discapacidad y adultos mayores. 

Parágrafo 1°. Las instituciones de educación superior podrán, en el marco de su autonomía, 
diseñar e implementar estrategias como centros de escucha u otro tipo de metodologías para 
facilitar espacios de promoción y prevención en salud mental a la comunidad universitaria y a 
la ciudadanía en general.   
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ARTÍCULO 39. VIGENCIA. La presente ley entrará a regir a partir de su sanción, 
promulgación y publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 029 de 2024 SENADO - 014 
DE 2023 CÁMARA ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY No. 080 DE 2023 
CÁMARA; PROYECTO DE LEY No. 143 DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY No. 261 
DE 2023 CÁMARA; PROYECTO DE LEY No. 268 DE 2023 CÁMARA Y PROYECTO DE 
LEY No. 151 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA LA LEY 1616 
DE 2013 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE PREVENCIÓN Y 
ATENCIÓN DE TRASTORNOS Y/O ENFERMEDADES MENTALES, ASÍ COMO MEDIDAS 
PARA LA PROMOCIÓN Y CUIDADO DE LA SALUD MENTAL”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ANA PAOLA AGUDELO GARCÍA   FABIAN DIAZ PLATA 
Senadora Ponente      Senador Ponente  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
053 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RINDE HONORES A LA 
MEMORIA Y OBRA DEL EXPRESIDENTE BELISARIO BETANCUR CUARTAS, 

CON OCASIÓN DEL PRIMER CENTENARIO DE SU NATALICIO”    

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1. La República de Colombia honra la memoria y obra del expresidente de la 
República, doctor Belisario Betancur Cuartas, al cumplirse el primer centenario de su 
nacimiento, ocurrido en Amagá-Antioquia el 04 de febrero de 1923.  
 
Artículo 2. Autorícese al Gobierno nacional y al Congreso de la República para rendir 
honores al expresidente Belisario Betancur Cuartas, en acto especial y protocolario, 
cuya fecha, lugar y hora serán programados por la Mesa Directiva del honorable Senado 
de la República, en el cual contará con la presencia de altos funcionarios del Gobierno 
nacional, miembros del Congreso de la República y demás autoridades locales y 
regionales.  
 
Parágrafo. Copia de la presente ley será entregada a los familiares del expresidente 
Belisario Betancur Cuartas, en letra de estilo y en el acto especial y protocolario de que 
trata el presente artículo.  
 
Artículo 3. Se institucionaliza el día 04 de febrero de cada año como la fecha en la que 
la nación, a través del Ministerio del Interior, rinda honores y honre la memoria del 
expresidente Belisario Betancur Cuartas, en actos públicos y con amplia difusión 
nacional.  
 
Artículo 4.  Autorícese al Ministerio de Cultura, para destinar los recursos necesarios 
para erigir dos (2) bustos en bronce del expresidente Belisario Betancur Cuartas, los 
cuales serán ubicados en la Casa de la Cultura Belisario Betancur Cuartas en el municipio 
de Amagá, y en un lugar destacado del Capitolio Nacional.  

Artículo 5. Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Hacienda, para 
entregar por año dos becas para doctorado relacionadas con el área de filosofía, 
literatura o humanidades en instituciones educativas del exterior que beneficien al país. 
La beca tendrá por nombre “Belisario Betancur Cuartas”.  
 
La beca cubrirá el costo de la matrícula y el costo de vida. Para ser seleccionado se 
establecerá un método meritocrático donde todos los colombianos podrán participar. 
 
Se tendrá en cuenta: calidad y ranking internacional de la institución de educación 
superior en el exterior, notas académicas de pregrado y posgrados del candidato, 
experiencia profesional del candidato y propuesta de investigación para doctorado. Un 
comité académico seleccionará los ganadores. 
 
Artículo 6. Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Cultura, para 
la ampliación de la Casa de la Cultura Belisario Betancur Cuartas en el municipio de 
Amagá para que en uno de sus espacios sea construido un museo en reconocimiento 
al expresidente Belisario Betancur Cuartas, al cumplirse el primer centenario de su 
nacimiento. 
 
Parágrafo 1. El museo estará a cargo del Ministerio de Cultura y contendrá la vida y 
obra del expresidente. 
 
Artículo 7.  Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza de la Biblioteca Nacional y al 
Archivo General de la Nación, la recopilación, selección y publicación en medio físico y 
digital, de las obras, discursos y escritos políticos del expresidente Belisario Betancur 
Cuartas. Una vez la información sea recopilada y digitalizada, deberá ser compartida al 
Banco de la República para que, a través de su Biblioteca Virtual, se actualice y 
enriquezca la información ya existente del expresidente. 
 
Artículo 8. Con base en la compilación señalada en el artículo anterior, se autoriza al 
Gobierno nacional para que a través del Ministerio de Cultura se publique un libro 
biográfico e ilustrativo del expresidente Belisario Betancur Cuartas, con el fin de que se 
distribuya un ejemplar para cada una de las bibliotecas públicas dentro del territorio 
nacional.  

Artículo 9. Autorícese al Gobierno Nacional a incorporar los recursos necesarios para 
la creación de un documental que recoja la vida y obra del expresidente Belisario 
Betancur Cuartas, el cual será transmitido por alguno de los canales del Sistema de 
Medios Públicos, y a través de sus canales digitales. 
 
Parágrafo. Las partidas presupuestales que trata el presente artículo no afectarán las 
transferencias de Ley, ni las apropiaciones presupuestales que anualmente, el Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones debe girar a los 
operadores y cuya destinación específica es el fortalecimiento de la televisión pública. 
 

   
Artículo 10. El Presidente de la República designará un comité especial que se creará 
con el fin de garantizar la planeación, organización y seguimiento de los eventos y obras 
que se llevarán a cabo por parte de las entidades autorizadas y encargadas de cada 
actividad para el cumplimiento de la presente ley.  
 

 
Artículo 11. Autorícese al Gobierno nacional para que incorpore dentro del 
Presupuesto General de la Nación las partidas presupuestales necesarias o traslados 
presupuestales necesarios y de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo, con el fin de que se 
lleve a cabo el cumplimento de las disposiciones establecidas en la presente ley, 
autorización que se extiende a la celebración de los contratos y convenios 
interadministrativos necesarios entre la nación y las otras entidades a las cuales se han 
delegado las respectivas gestiones, siempre y cuando el objeto de esos contratos 
guarden relación con los beneficios propuestos en la presente ley.  
 

 
Artículo 12. Las obras y actividades establecidas en la presente ley se deberán 
ejecutar dentro del año siguiente a su entrada en vigor.  
 

 
Artículo 13. La presente ley rige a partir de su publicación.  

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 053 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RINDE HONORES A LA MEMORIA Y 
OBRA DEL EXPRESIDENTE BELISARIO BETANCUR CUARTAS, CON OCASIÓN 
DEL PRIMER CENTENARIO DE SU NATALICIO”. 
 

 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY   MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ 
Senador Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el texto propuesto 
para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 53 

DE 2024 SENADO

por medio de la cual se rinde honores a la memoria y obra del expresidente Belisario Betancur Cuartas, 
con ocasión del primer centenario de su natalicio.
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 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
053 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RINDE HONORES A LA 
MEMORIA Y OBRA DEL EXPRESIDENTE BELISARIO BETANCUR CUARTAS, 

CON OCASIÓN DEL PRIMER CENTENARIO DE SU NATALICIO”    

 
El Congreso de Colombia 

 
DECRETA: 

 
Artículo 1. La República de Colombia honra la memoria y obra del expresidente de la 
República, doctor Belisario Betancur Cuartas, al cumplirse el primer centenario de su 
nacimiento, ocurrido en Amagá-Antioquia el 04 de febrero de 1923.  
 
Artículo 2. Autorícese al Gobierno nacional y al Congreso de la República para rendir 
honores al expresidente Belisario Betancur Cuartas, en acto especial y protocolario, 
cuya fecha, lugar y hora serán programados por la Mesa Directiva del honorable Senado 
de la República, en el cual contará con la presencia de altos funcionarios del Gobierno 
nacional, miembros del Congreso de la República y demás autoridades locales y 
regionales.  
 
Parágrafo. Copia de la presente ley será entregada a los familiares del expresidente 
Belisario Betancur Cuartas, en letra de estilo y en el acto especial y protocolario de que 
trata el presente artículo.  
 
Artículo 3. Se institucionaliza el día 04 de febrero de cada año como la fecha en la que 
la nación, a través del Ministerio del Interior, rinda honores y honre la memoria del 
expresidente Belisario Betancur Cuartas, en actos públicos y con amplia difusión 
nacional.  
 
Artículo 4.  Autorícese al Ministerio de Cultura, para destinar los recursos necesarios 
para erigir dos (2) bustos en bronce del expresidente Belisario Betancur Cuartas, los 
cuales serán ubicados en la Casa de la Cultura Belisario Betancur Cuartas en el municipio 
de Amagá, y en un lugar destacado del Capitolio Nacional.  

Artículo 5. Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Hacienda, para 
entregar por año dos becas para doctorado relacionadas con el área de filosofía, 
literatura o humanidades en instituciones educativas del exterior que beneficien al país. 
La beca tendrá por nombre “Belisario Betancur Cuartas”.  
 
La beca cubrirá el costo de la matrícula y el costo de vida. Para ser seleccionado se 
establecerá un método meritocrático donde todos los colombianos podrán participar. 
 
Se tendrá en cuenta: calidad y ranking internacional de la institución de educación 
superior en el exterior, notas académicas de pregrado y posgrados del candidato, 
experiencia profesional del candidato y propuesta de investigación para doctorado. Un 
comité académico seleccionará los ganadores. 
 
Artículo 6. Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio de Cultura, para 
la ampliación de la Casa de la Cultura Belisario Betancur Cuartas en el municipio de 
Amagá para que en uno de sus espacios sea construido un museo en reconocimiento 
al expresidente Belisario Betancur Cuartas, al cumplirse el primer centenario de su 
nacimiento. 
 
Parágrafo 1. El museo estará a cargo del Ministerio de Cultura y contendrá la vida y 
obra del expresidente. 
 
Artículo 7.  Autorícese al Gobierno Nacional, en cabeza de la Biblioteca Nacional y al 
Archivo General de la Nación, la recopilación, selección y publicación en medio físico y 
digital, de las obras, discursos y escritos políticos del expresidente Belisario Betancur 
Cuartas. Una vez la información sea recopilada y digitalizada, deberá ser compartida al 
Banco de la República para que, a través de su Biblioteca Virtual, se actualice y 
enriquezca la información ya existente del expresidente. 
 
Artículo 8. Con base en la compilación señalada en el artículo anterior, se autoriza al 
Gobierno nacional para que a través del Ministerio de Cultura se publique un libro 
biográfico e ilustrativo del expresidente Belisario Betancur Cuartas, con el fin de que se 
distribuya un ejemplar para cada una de las bibliotecas públicas dentro del territorio 
nacional.  

Artículo 9. Autorícese al Gobierno Nacional a incorporar los recursos necesarios para 
la creación de un documental que recoja la vida y obra del expresidente Belisario 
Betancur Cuartas, el cual será transmitido por alguno de los canales del Sistema de 
Medios Públicos, y a través de sus canales digitales. 
 
Parágrafo. Las partidas presupuestales que trata el presente artículo no afectarán las 
transferencias de Ley, ni las apropiaciones presupuestales que anualmente, el Fondo 
Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones debe girar a los 
operadores y cuya destinación específica es el fortalecimiento de la televisión pública. 
 

   
Artículo 10. El Presidente de la República designará un comité especial que se creará 
con el fin de garantizar la planeación, organización y seguimiento de los eventos y obras 
que se llevarán a cabo por parte de las entidades autorizadas y encargadas de cada 
actividad para el cumplimiento de la presente ley.  
 

 
Artículo 11. Autorícese al Gobierno nacional para que incorpore dentro del 
Presupuesto General de la Nación las partidas presupuestales necesarias o traslados 
presupuestales necesarios y de acuerdo con la disponibilidad presupuestal, el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gasto de Mediano Plazo, con el fin de que se 
lleve a cabo el cumplimento de las disposiciones establecidas en la presente ley, 
autorización que se extiende a la celebración de los contratos y convenios 
interadministrativos necesarios entre la nación y las otras entidades a las cuales se han 
delegado las respectivas gestiones, siempre y cuando el objeto de esos contratos 
guarden relación con los beneficios propuestos en la presente ley.  
 

 
Artículo 12. Las obras y actividades establecidas en la presente ley se deberán 
ejecutar dentro del año siguiente a su entrada en vigor.  
 

 
Artículo 13. La presente ley rige a partir de su publicación.  

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 053 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE RINDE HONORES A LA MEMORIA Y 
OBRA DEL EXPRESIDENTE BELISARIO BETANCUR CUARTAS, CON OCASIÓN 
DEL PRIMER CENTENARIO DE SU NATALICIO”. 
 

 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
NICOLAS ALBEIRO ECHEVERRY   MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ 
Senador Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el texto propuesto 
para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
113 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1998 
DE 2019 Y SE RINDEN HONORES A LOS ESTUDIANTES FALLECIDOS EN LOS 

HECHOS OCURRIDOS EL DÍA 17 DE ENERO DE 2019 EN LA ESCUELA DE 
CADETES DE POLICÍA GENERAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, 

AUTORIZANDO AL GOBIERNO NACIONAL PARA SU ASCENSO PÓSTUMO, 
CON RECONOCIMIENTO PRESTACIONAL Y PENSIONAL A LOS 

BENEFICIARIOS, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º. Objeto. Esta Ley tiene por objeto modificar la Ley 1998 de 2019, por 
medio de la cual se hace un reconocimiento de ascenso póstumo a los estudiantes 
fallecidos y lesionados en los hechos ocurridos el día 17 de enero de 2019 en la Escuela 
de Cadetes de Policía “General Francisco de Paula Santander”. Para ello, se autoriza al 
Gobierno nacional para que ascienda a los estudiantes fallecidos de forma excepcional 
al grado de Teniente y, a su vez, conceda reconocimiento prestacional y pensional de 
manera íntegra a los beneficiarios o quien acredite mejor derecho. 
 
ARTÍCULO 2º. Modifíquese y adiciónese el artículo 2 de la Ley 1998 de 2019, el cual 
quedará así: 
 
ARTÍCULO 2º. Autorícese al Gobierno nacional ascender de manera póstuma al grado 
de Teniente al personal de estudiantes de la Escuela de Formación de Oficiales de la 
Policía Nacional, fallecidos en actos meritorios con motivo del atentado ocurrido el día 
17 de enero de 2019, con sus respectivos derechos prestacionales y pensionales a los 
beneficiarios o a quien acredite mejor derecho, contenidos en la Ley, de conformidad 
con las disposiciones vigentes de la fuerza pública, sin que sea exigible, para este acto, 
demostrar la dependencia económica respecto del causante. 
 
ARTÍCULO 3º. Modifíquese y adiciónese el artículo 3 de la Ley 1998 de 2019, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 3º. El personal uniformado de la Policía Nacional de Colombia que se 
encontraba en comisión de estudios o licencia remunerada en la Escuela de Formación 
de Oficiales se regirá por las normas prestacionales y pensionales de la categoría que 
ostentaban al momento del fallecimiento, sin perjuicio de que sus beneficiarios puedan 
optar por el régimen que contenga los derechos prestacionales y pensionales más 
favorables. 
 
Parágrafo 1. Al personal relacionado en el presente artículo se le otorgará el ascenso 
póstumo al grado de Teniente en forma excepcional. 
 
Parágrafo 2. Autorícese al Gobierno nacional para adelantar los trámites de 
reconocimiento de la nacionalidad colombiana por adopción de manera póstuma a la 
cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico Vallejo. 
 
La solicitud de reconocimiento se iniciará por parte del Ministerio de Relaciones 
Exteriores una vez se sancione y se publique la presente ley. 
 
Parágrafo 3. La Carta de Naturaleza o Resolución de inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por Adopción de manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico 
Vallejo se notificará a la Policía Nacional, a los familiares de la cadete y se enviará copia 
a la Embajada de la República del Ecuador en Bogotá. 
 
Parágrafo 4. Los honores y beneficios pensionales y prestacionales establecidos en la 
presente ley se aplicarán a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo y a los beneficiarios que 
tengan mejor derecho, de acuerdo con la legislación colombiana y lo establecido en el 
parágrafo anterior. 
 
Parágrafo 5. Las partidas para la asignación prestacional de los sobrevivientes 
establecidos en la presente ley se reconocerán hasta en un 50 % de las partidas 
computables para cada beneficiario en el grado conferido póstumamente. 
 
ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 113 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1998 DE 2019 Y SE 
RINDEN HONORES A LOS ESTUDIANTES FALLECIDOS EN LOS HECHOS 
OCURRIDOS EL DÍA 17 DE ENERO DE 2019 EN LA ESCUELA DE CADETES DE 
POLICÍA GENERAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, AUTORIZANDO AL 
GOBIERNO NACIONAL PARA SU ASCENSO PÓSTUMO, CON 
RECONOCIMIENTO PRESTACIONAL Y PENSIONAL A LOS BENEFICIARIOS, Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 

 
IVÁN CEPEDA CASTRO    JOSÉ LUIS PÉREZ OYUELA   
Senador Ponente     Senador Ponente   
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 

 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 113 

DE 2024 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 1998 de 2019 y se rinden honores a los estudiantes fallecidos en 
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 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
113 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1998 
DE 2019 Y SE RINDEN HONORES A LOS ESTUDIANTES FALLECIDOS EN LOS 

HECHOS OCURRIDOS EL DÍA 17 DE ENERO DE 2019 EN LA ESCUELA DE 
CADETES DE POLICÍA GENERAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, 

AUTORIZANDO AL GOBIERNO NACIONAL PARA SU ASCENSO PÓSTUMO, 
CON RECONOCIMIENTO PRESTACIONAL Y PENSIONAL A LOS 

BENEFICIARIOS, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
ARTÍCULO 1º. Objeto. Esta Ley tiene por objeto modificar la Ley 1998 de 2019, por 
medio de la cual se hace un reconocimiento de ascenso póstumo a los estudiantes 
fallecidos y lesionados en los hechos ocurridos el día 17 de enero de 2019 en la Escuela 
de Cadetes de Policía “General Francisco de Paula Santander”. Para ello, se autoriza al 
Gobierno nacional para que ascienda a los estudiantes fallecidos de forma excepcional 
al grado de Teniente y, a su vez, conceda reconocimiento prestacional y pensional de 
manera íntegra a los beneficiarios o quien acredite mejor derecho. 
 
ARTÍCULO 2º. Modifíquese y adiciónese el artículo 2 de la Ley 1998 de 2019, el cual 
quedará así: 
 
ARTÍCULO 2º. Autorícese al Gobierno nacional ascender de manera póstuma al grado 
de Teniente al personal de estudiantes de la Escuela de Formación de Oficiales de la 
Policía Nacional, fallecidos en actos meritorios con motivo del atentado ocurrido el día 
17 de enero de 2019, con sus respectivos derechos prestacionales y pensionales a los 
beneficiarios o a quien acredite mejor derecho, contenidos en la Ley, de conformidad 
con las disposiciones vigentes de la fuerza pública, sin que sea exigible, para este acto, 
demostrar la dependencia económica respecto del causante. 
 
ARTÍCULO 3º. Modifíquese y adiciónese el artículo 3 de la Ley 1998 de 2019, el cual 
quedará así: 

ARTÍCULO 3º. El personal uniformado de la Policía Nacional de Colombia que se 
encontraba en comisión de estudios o licencia remunerada en la Escuela de Formación 
de Oficiales se regirá por las normas prestacionales y pensionales de la categoría que 
ostentaban al momento del fallecimiento, sin perjuicio de que sus beneficiarios puedan 
optar por el régimen que contenga los derechos prestacionales y pensionales más 
favorables. 
 
Parágrafo 1. Al personal relacionado en el presente artículo se le otorgará el ascenso 
póstumo al grado de Teniente en forma excepcional. 
 
Parágrafo 2. Autorícese al Gobierno nacional para adelantar los trámites de 
reconocimiento de la nacionalidad colombiana por adopción de manera póstuma a la 
cadete ecuatoriana Erika Sofía Chico Vallejo. 
 
La solicitud de reconocimiento se iniciará por parte del Ministerio de Relaciones 
Exteriores una vez se sancione y se publique la presente ley. 
 
Parágrafo 3. La Carta de Naturaleza o Resolución de inscripción que otorga la 
Nacionalidad Colombiana por Adopción de manera póstuma a la cadete Erika Sofía Chico 
Vallejo se notificará a la Policía Nacional, a los familiares de la cadete y se enviará copia 
a la Embajada de la República del Ecuador en Bogotá. 
 
Parágrafo 4. Los honores y beneficios pensionales y prestacionales establecidos en la 
presente ley se aplicarán a la cadete Erika Sofía Chico Vallejo y a los beneficiarios que 
tengan mejor derecho, de acuerdo con la legislación colombiana y lo establecido en el 
parágrafo anterior. 
 
Parágrafo 5. Las partidas para la asignación prestacional de los sobrevivientes 
establecidos en la presente ley se reconocerán hasta en un 50 % de las partidas 
computables para cada beneficiario en el grado conferido póstumamente. 
 
ARTÍCULO 4º. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 113 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1998 DE 2019 Y SE 
RINDEN HONORES A LOS ESTUDIANTES FALLECIDOS EN LOS HECHOS 
OCURRIDOS EL DÍA 17 DE ENERO DE 2019 EN LA ESCUELA DE CADETES DE 
POLICÍA GENERAL FRANCISCO DE PAULA SANTANDER, AUTORIZANDO AL 
GOBIERNO NACIONAL PARA SU ASCENSO PÓSTUMO, CON 
RECONOCIMIENTO PRESTACIONAL Y PENSIONAL A LOS BENEFICIARIOS, Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 

 
IVÁN CEPEDA CASTRO    JOSÉ LUIS PÉREZ OYUELA   
Senador Ponente     Senador Ponente   
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 

 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 

115 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE REGLAMENTA LA 
PROFESIÓN DE GERONTOLOGÍA EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”    

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

CAPÍTULO I 
 DE LA PROFESIÓN DE GERONTOLOGÍA 

 

Artículo 1. Objeto: La presente ley reglamenta el ejercicio de la profesión de gerontología 
en Colombia y dicta disposiciones en materia de responsabilidad deontológica.   

Artículo 2. Definición. La Gerontología se define como la ciencia que estudia el 
envejecimiento humano, poblacional e individual, en sus aspectos biológicos, psicológicos, 
sociológicos, ambientales y espirituales, teniendo en cuenta, además, su evolución 
histórica; los factores referidos a la vejez, referida al último momento del curso de vida; 
contribuyendo al envejecimiento saludable y al bienestar, considerado en el sentido más 
amplio, como la felicidad, la satisfacción y la plena realización en condiciones de autonomía 
e independencia. 

En el ejercicio del trabajo interdisciplinar y desde una visión socio sanitaria, el gerontólogo 
propende por el cuidado de la salud desde un enfoque de fortalecimiento de la capacidad 
funcional, multidimensional, orientadas a fortalecer el Envejecimiento Saludable que 
permita óptimos niveles de autonomía e independencia en el individuo a lo largo del curso 
de vida. 

Se amplía la definición contenida en la Ley 1655 de 15 de julio de 2013, la cual define al 
Gerontólogo como el Profesional de la Salud, titulado de instituciones de Educación Superior 
debidamente acreditadas para esta área específica del conocimiento, que interviene en el 
proceso de envejecimiento y vejez del ser humano como individuo y como colectividad, 

desde una perspectiva integral, con el objetivo de humanizar y dignificar la calidad de vida 
de la población adulta mayor" 

Artículo 3: Campo de acción: EI profesional en gerontología, se podr  desempeñar 
desde los siguientes campos de acción:    

a. Desempeño de empleos para los cuales se requiera título profesional de gerontólogo, de 
acuerdo a todo lo dispuesto en la presente ley.     

b. En cargos públicos para la Formulación, dirección, implementación, evaluación y 
actualización las políticas públicas; planes, programas, proyectos y servicios en y materia 
de envejecimiento y vejez a nivel nacional y territorial.    

c. La realización de asesoría y consultoría para el sector público y privado en materia de 
envejecimiento y vejez.      

d. En el campo de la docencia, la investigación científica, en asuntos relacionados con el 
envejecimiento y la vejez, la educación gerontológica y la gerontología educativa. 

e. En la dirección y administración de instituciones de atención gerontogeriatricas de 
cuidados diurnos, nocturnos y de larga estancia, con atención centrada en la persona. 

f. En servicios de atención individual y familiar para el acompañamiento al final de la vida 

g. En políticas, planes, programas y proyectos tendientes a la promoción del goce efectivo 
de los derechos humanos de las personas mayores.     

h. En instituciones con servicios sociosanitarios enfocados a promover el envejecimiento 
saludable lo largo de la vida y en el marco del modelo de salud preventivo y predictivo 

i. En procesos de consulta gerontológica individual o familiar     

j. Diseño, dirección e implementación de Programas de preparación para el retiro laboral, 
para jubilados y sus redes y sociales y familiares     

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 115 
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k. Coordinación de equipos interdisciplinarios e interprofesionales, para generar desarrollos 
e innovación en los servicios gerontológicos.     

l. Gestión y Administración de recursos para la prestación de servicios socio- sanitarios en 
materia de envejecimiento y vejez      

m. Gestión y planeación de programas y proyectos para la promoción de la salud integral, 
la prevención de la discapacidad y la promulgación de entornos seguros y saludables desde 
los riesgos y determinantes económicos y sociales, procurando un envejecimiento saludable 
y una vejez inclusiva, autónoma y competente; 

n. Asesoría y consultoría en procesos interdisciplinarios enfocados a promover la 
organización, el empoderamiento, el ejercicio de los mecanismos de participación social de 
las personas mayores, y su inclusión social equitativa. 

o. Las demás relacionadas con el desarrollo científico, social, bioético, económico y político, 
que sean inherentes al ejercicio de la profesión de gerontólogo.    

Artículo 4. De los profesionales en gerontología: Para todos los efectos legales se 
considerarán Gerontólogos: 

a. Quienes hayan obtenido u obtengan el Título de gerontólogo expedido por una 
universidad de Colombia, cuyo programa de gerontología esté debidamente aprobado 
mediante el otorgamiento del respectivo registr
funcionen en países con los cuales Colombia haya celebrado tratados o convenios sobre 
homologación de títulos. 

b. Además del título al que se refiere el literal a, deberán poseer el registro profesional 
expedido por las Secretarías Departamentales de Salud. 

C. Los extranjeros con título convalidado por el Ministerio de Educación Nacional, o con 
títulos expedidos por entidades de educación superior de países con los cuales Colombia 
tenga tratados o convenios de equivalencia de títulos universitarios, previo 
cumplimiento de los requisitos establecidos por el Gobierno Nacional para este efecto. 

consulta para asuntos de su especialidad o contratados por instituciones públicas o 

asesoramiento en temas de envejecimiento y vejez, en ningún caso podrán ejercer 

contratados, atendiendo a la normatividad vigente. 

Parágrafo 1. No se consideran válidos para efectos del ejercicio profesional de la 

desarrollo humano. 

Parágrafo 2. La persona que habiendo aprobado válidamente los estudios 
reglamentarios del pregrado de gerontología y está desempeñando con reconocida 
competencia la profesión de gerontología; sin cumplir con los requisitos contemplados 
en el Artículo 4 de esta Ley, tendrán un plazo máximo de un (1) año, contado a partir 
de la vigencia de la presente ley, para cumplirlos. Si transcurrido este plazo no los 
cumple, su ejercicio se considerará ilegal y estará sometido a las sanciones pertinentes. 

Artículo 5. Del ejercicio ilegal de la profesión de gerontología. Incurrirá en ejercicio 
ilegal de la profesión de gerontología y estará sometido a las sanciones establecidas, 
quienes: 

a. Quien, no siendo profesional en Gerontología, se anuncie como tal, se haga pasar 
como tal u ofrezca servicios profesionales que requieren de dicha calidad. 

b. EI profesional en Gerontología que actúe como tal estando suspendido o excluido 
de la profesión. 

c. El profesional en Gerontología que intervenga, existiendo sentencia de 
inh  

Parágrafo: Cualquier persona podrá denunciar ante las autoridades competentes la 
infracción por ejercicio ilegal de la profesión de gerontología, de que tenga 
conocimiento. 

Artículo 6. Para el ejercicio de empleos relacionados con los campos de acción, citados 
en el artículo 3 de 3 la presente Ley, en las entidades del Estado en cualquiera de los 
niveles territoriales, se incluirá la profesión de gerontología en los manuales de 
funciones de dichas entidades como una de las profesiones requeridas para el ejercicio 
del cargo. 

CAPÍTULO II 

DE LOS PRINCIPIOS ÉTICOS DEL GERONTÓLOGO 

Artículo 7. Para el ejercicio profesional del gerontólogo se consideran indispensables, 
como principios generales y valores fundamentales los que la Constitución Nacional 
consagra y aquellos que orientan el sistema general de seguridad social para los 

ejercicio profesional: 

a.  Respeto a la vida, a la dignidad de los seres humanos y a sus derechos, sin 
distingos de edad, credo, género, raza, nacionalidad, lengua, cultura, condición 
socioeconómica e ideología política. El respeto: se enmarca en el reconocimiento del 
ser humano como un ser holístico, p
estereotipos negativos hacia el envejecimiento, la vejez y las personas mayores. 

 b. Responsabilidad. Al prestar sus servicios, los gerontólogos mantendrán los más 
altos niveles de calidad en el desempeño de su profesión. Aceptarán la responsabilidad 
por las consecuencias de sus actos. El gerontólogo no debe utilizar técnicas, ni 

 

c. Competencia. Fundamentada en los valores y estándares técnico-
sociales, humanos y éticos. Los gerontólogos reconocerán los alcances de su 
competencia en los campos de acción citados en el artículo 3 de la presente Ley. En 
aquellas áreas en las que todavía no existan estándares reconocidos, los gerontólogos 
tomarán las precauciones que sean pertinentes y necesarias para proteger el bienestar 
integral de la población. Los gerontólogos se mantendrán actualizados respecto a los 

cionados con las áreas donde se desempeñan 
profesionalmente. 

d. Integralidad. Orienta el proceso del ejercicio profesional a la persona como ser 
ecológico, espiritual, biológico, psicológico y social, a la familia y a la comunidad con 
una visión integral para atender todas sus dimensiones; reconoce y respeta la 
autonomía de las personas usuarias de sus servicios. 

e. ene cencia. El ejercicio de la gerontología exige el cumplimiento del principio de 
ocimiento, en las 

al usuario de los servicios, a la familia, a la sociedad en general y al medio ambiente. 

en su ejercicio profesional, debe evitar a toda costa, generar daño en la persona objeto 
de su labor. 

f. Equidad. Buscando siempre proteger a la persona envejeciente, a los mayores de 
60 y más años, considerando criterios de vulnerabilidad y riesgos integrales y los 
potenciales de desarrollo.        

g. Confidencialidad. Los gerontólogos tienen una estricta obligación respecto a la 
confidencialidad de la información obtenida de las personas en el desarrollo de su labor 
profesional; revelarán tal información a los demás sólo con el consentimiento de la 
persona o de su representante legal, excepto en aquellas circunstancias particulares en 
que no hacerlo lleve a un evidente daño o a  la persona o a otros. Los gerontólogos 
informarán a las personas acerca de las limitaciones legales de la confidencialidad. As  
mismo garantizar la confidencialidad de los documentos incluyendo informes de tesis, 
evaluaciones, investigaciones y fichas gerontológicas. Estos documentos deben 
conservarse en las condiciones adecuadas de seguridad y confidencialidad que exige la 
normatividad. 

h. Autonomía profesional y juicio crítico. En todo caso, cualquiera que sea el 
campo de desempeño profesional, el gerontólogo llevará a cabo el cumplimiento de su 
función con plena autonomía. Al margen del estatuto jurídico al que particularmente 
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pueda estar sujeto o sometido, asumirá  siempre la entera responsabilidad de los actos 
que ejecute en el ejercicio de su profesión y de las consecuencias de estos. 

i. Transparencia. El gerontólogo no prestará su nombre, ni su firma a personas que 
ilegítimamente, sin la titulación y preparación necesarias, realizan actos propios del 
ejercicio de la Gerontología, ni denunciará los casos de intrusión que lleguen a su a 
conocimiento. Tampoco cubrirá  con su titulación actividades vanas o engañosas. Debe 
negarse a llevar a cabo la prestación de sus servicios cuando tenga certeza de que 
pueden ser mal utilizados  o utilizados en contra de los legítimos intereses de las 
personas, los grupos, las instituciones o las comunidades; bajo ninguna forma debe 
propiciar la obtención de beneficios personales o a favor de terceros, salvo los 
honorarios previamente pactados. 

 j. Imparcialidad. Cuando el gerontólogo se halle ante intereses personales o 
institucionales contrapuestos, realizará su actividad profesional en términos de máxima 
imparcialidad. La prestación de los servicios gerontológicos en una institución no exime 
de la consideración, respeto y atención a las personas que pueden entrar en conflicto 
con la misma. En aquellas ocasiones en que legítimamente proceda, debe hacerse 
vocero ante las autoridades institucionales.     

Parágrafo. Sin perjuicio de los principios éticos establecidos en la presente Ley, los 
gerontólogos estarán obligados al más estricto cumplimiento de todas aquellas 
normas referentes a la profesión, contenidas tanto en el ordenamiento jurídico 
general como en el específico de las distintas organizaciones y/o asociaciones de 
gerontología y de las organizaciones de profesionales debidamente constituidas en 
Colombia. Así mismo se deben acoger a los reglamentos internos de trabajo de cada 
empresa donde se encuentren empleados. El incumplimiento de dichas normas lleva 
implícitas las sanciones previstas en los reglamentos o estatutos de las distintas 
Asociaciones, organizaciones de gerontología debidamente constituidas en Colombia, 
de las organizaciones de representación profesional, reconocidas legalmente y de las 
diferentes empresas del sector público o privado. 

CAPÍTULO III 

DEL COLEGIO GERONTOLOGICO DE COLOMBIA Y SUS FUNCIONES 
PÚBLICAS Y; DE LAS ASOCIACIONES DE GERONTOLOGÍA   

Artículo 8. Se reconocer  al Colegio Gerontológico de Colombia (COLGERCOL), la 
Asociación Nacional de Gerontología (ANG); la Asociación Colombiana de Gerontólogos 
Profesionales del Sur (ACOGER PS), as  como aquellas otras asociaciones u 
organizaciones de profesionales en gerontología que surjan y sean y legalmente 
constituidas, como entidades asociativas que representan los intereses profesionales de 
esta área del conocimiento humano, cuya finalidad es la defensa, fortalecimiento y 
apoyo en el ejercicio profesional de la gerontología.      

El Colegio Gerontológico de Colombia deber  estar conformado por el mayor número 
de gerontólogos afiliados activos, con estructura interna y funcionamiento democrático 
y participativo, con un soporte científico, técnico y administrativo que le permita 
desarrollar las funciones correspondientes como tal. 

Parágrafo. EI Colegio Gerontológico de Colombia, La Asociación Nacional de 
Gerontología y La Asociación Colombiana de Gerontólogos Profesionales del Sur, no son 
incompatibles con la existencia de otras asociaciones u organizaciones de profesionales 
en gerontología que se creen legalmente en el territorio nacional.    

Artículo 9. Las funciones públicas del Colegio Gerontológico de Colombia se orientan 
a lo establecido en la ley 1164 de 2007 artículo 10 y el decreto 4192 de 2010 artículos 
3 al 7 resaltando las siguientes: 

a. Mantener actualizado el registro de los profesionales en gerontología.   

b. Expedir las certificaciones y constancias a los profesionales inscritos en el Registro 
de los profesionales en gerontología. 

c. Velar porque el gerontólogo posea el Registro Único Tributario, para efectos de 
contratación y prestación de servicios gerontológicos.     

d. Hacer parte y participar en la reglamentación del Tribunal Nacional Deontológico O 
Comit  de Ética, para vigilar el cumplimiento de lo estipulado en la presente ley, 
respecto al Código Deontológico para el ejercicio profesional del gerontólogo. 

e. Estimular la investigación, la generación y aplicación del conocimiento científico en 
gerontología en forma directa o en colaboración con Instituciones de educación 
superior, entidades públicas o privadas o con Asociaciones y organizaciones de 
profesionales en el ramo, legalmente constituidas.      

f. Contribuir al fortalecimiento de las Asociaciones y organizaciones de Gerontólogos en 
el país y velar por su correcto funcionamiento.  

a. Establecer un órgano informativo periódico en el cual se brinde educación sobre los 
avances científicos de la profesión y se entregue información actualizada sobre eventos 
y otros hechos de interés para los gerontólogos. 

b. Plantear ante el Ministerio de Educación las recomendaciones sobre la aprobación de 
nuevos programas de estudio y creación de centros educativos relacionados con esta 
profesión. 

Parágrafo 1. La Asociación Nacional de Gerontología (ANG) es una organización 
eminentemente científica, académica y cultural sin ánimo de lucro, que funciona de 
acuerdo con las disposiciones legales vigentes y con las que se dicten sobre la materia. 
Promueve el desarrollo y el empoderamiento de los profesionales en gerontología para 
atender los desafíos del envejecimiento poblacional y las demandas de las personas 
mayores; desde un enfoque bioético, científico y académico. 

La Asociación Colombiana de Gerontólogos Profesionales del Sur (ACOGER- 
PS) Es una Asociación que impulsa y lidera el trabajo gerontológico desde la 
investigación, los estándares científicos, técnicos y de gestión; además, promueve y 
destaca el quehacer gerontológico, frente al proceso de envejecimiento y vejez, asume 
al gerontólogo como un profesional interdisciplinario preparado para aplicar desde el 
campo de la salud, la educación, la cultura y el deporte, sus conocimientos en aras de 
alcanzar la calidad de vida de las personas mayores. 

Parágrafo 2. El Gobierno Nacional con la participación obligatoria de las universidades 
que forman gerontólogos, el Colegio Gerontológico de Colombia (COLGERCOL), la 
Asociación Nacional de Gerontología (ANG) y la Asociación Colombiana de Gerontólogos 
Profesionales del Sur (ACOGER PS), diseñará los criterios, mecanismos, procesos y 
procedimientos necesarios para garantizar la idoneidad del personal de Gerontología e 
implementará el proceso de recertificación cuando lo considere pertinente. 

Artículo 10. El Tribunal Nacional Deontológico o Comité de Ética está conformado por: 

a. Un representante de las Universidades que tengan vigente la formación de 
profesionales en gerontología 

b. Dos representantes del Colegio Gerontológico de Colombia 

C. Dos representante de las organizaciones o asociaciones de profesionales en 
gerontología, legalmente constituidas 

Artículo 11: Los requisitos para integrar el Tribunal Nacional Deontológico o Comité 
de Ética son: 

a. Gozar de reconocida solvencia moral e idoneidad profesional. 

b. No haber sido sancionado disciplinaria, ni penalmente. 

C. Tener credibilidad dentro de la comunidad profesional e idoneidad. 

d. Haberse desempeñado profesionalmente como gerontólogo. 

e. No presentar ninguna de las siguientes inhabilidades o incompatibilidades: 

Tener parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, 
primero civil, o con quien estén ligados por matrimonio o unión permanente con él o la 
profesional implicado en el caso objeto de análisis del Tribunal Nacional Deontológico o 
Comité de Ética  
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f. No tener conflicto de intereses 

Parágrafo 1. Este tribunal puede tener carácter permanente o ser nombrado para el 
análisis de un caso particular. Además, pueden establecerse capítulos regionales. 

Parágrafo 2. La elección de los miembros del Tribunal Nacional Deontológico y el 
reglamento interno del mismo, serán definidos una vez aprobada la presente ley, por 
delegados de las Universidades que tienen el programa de Gerontología, el Colegio 
Gerontológico de Colombia (COLGERCOL), la Asociación Nacional de Gerontología 
(ANG), La Asociación Colombiana de Gerontólogos Profesionales del Sur (ACOGER-PS) 
y otras asociaciones de profesionales, legalmente constituidas, existentes al momento 
de su elección. 
 

CAPÍTULO IV 

DEL REGISTRO ÚNICO NACIONAL DE GERONTÓLOGOS 

Artículo 12. Todas las Instituciones Educación Superior debidamente reconocidas por 
el Ministerio de Educación Nacional formadoras de profesionales en gerontología 
deberán enviar oficio de las actas de grado de gerontólogo que expidan, al Colegio 
gerontológico de Colombia, para que sea inscrito en el Registro Único de Gerontólogos. 
 

Parágrafo 1. Mientras se reglamenta la presente ley, esta función del Registro 
profesional de los gerontólogos continuará bajo la responsabilidad de las Secretarías 
Seccionales de Salud en todo el territorio nacional. 
 

Parágrafo 2. Cuando se trate de gerontólogos extranjeros, la inclusión en el Registro 
Único Nacional de Gerontólogos, será a petición del interesado ante el Colegio 
Gerontológico de Colombia, con el lleno de los requisitos establecidos en la norma 
colombiana. 

CAPÍTULO V 

DE LAS SANCIONES Y EL PROCESO DISCIPLINARIO DE LOS 
PROFESIONALES EN GERONTOLOGÍA 

Artículo 13. Sin perjuicio de lo establecido en el régimen disciplinario nacional para 
los funcionarios públicos, se aplicarán las siguientes sanciones para los gerontólogos 
que incurran en faltas a lo establecido en la presente ley. 

El gerontólogo será sancionado cuando por acción u omisión, en su ejercicio profesional, 
incurra en faltas a la reglamentación y a la deontología contempladas en la presente 
ley.  El gerontólogo que cometa faltas contra las normas deontológicas universales y 
las normas específicas del presente código, además de las sanciones establecidas por 
las leyes de País, estará sujeto a las siguientes sanciones, dependiendo de la gravedad 
de la falta disciplinaria.  

a. Amonestación en privado. 

b. Suspensión temporal de su registro profesional. 

c. Cancelación definitiva de su registro. 

Parágrafo. Sumado a las anteriores sanciones, el gerontólogo que haya incurrido en 
una falta a la deontología; deberá realizar y presentar trabajos de beneficio social y 
académico en el área de gerontología. 

Artículo 14. La amonestación verbal o escrita de carácter privado es el llamado de 
atención directa que se hace al gerontólogo por la falta cometida contra la deontología 
y la bioética, en este caso no se informará sobre la decisión sancionatoria a ninguna 
institución o persona. 

Artículo 15. La suspensión temporal consiste en la prohibición del ejercicio de la 
gerontología por un término hasta por tres (3) años. La providencia sancionatoria se 
dará a conocer a los entes competentes de emitir sanción, a las asociaciones de 

gerontología del país y a los programas de gerontología. Copia de esta suspensión 
pasará a la hoja de vida del profesional. 

Artículo 16. La cancelación definitiva de su registro profesional consiste en la 
prohibición del ejercicio de la gerontología por término indefinido. La providencia 
sancionatoria se dará a conocer a los entes competentes de emitir sanción, a las 
asociaciones de gerontología del país y a los programas de gerontología. Copia de esta 
suspensión pasará a la hoja de vida del profesional. 

Artículo 17. En cada caso la sanción será aplicada teniendo en cuenta, la naturaleza 
de la falta, las consecuencias de ésta, el carácter de reincidencia y los antecedentes 
disciplinarios del profesional, las características de vulnerabilidad de la población 
implicada y las obligaciones especiales de su cargo. 

Artículo 18. Circunstancias de atenuación. La sanción disciplinaria se aplicará teniendo 
en cuenta las siguientes circunstancias de atenuación de la responsabilidad del 
gerontólogo: 

a. Ausencia de antecedentes disciplinarios en el campo deontológico y profesional 
durante los cuatro (4) años anteriores a la comisión de la falta. 

b. Demostración previa de buena conducta y debida diligencia en la prestación de los 
servicios gerontológicos. 

C. Cuya conducta no genere daño a terceros 

Artículo 19. Circunstancias de agravación. 

a. Existencia de antecedentes disciplinarios en el campo deontológico y del ejercicio 
profesional gerontológico, durante los cuatro (4) años anteriores a la comisión de la 
falta. 

b. Reincidencia en la comisión de la falta investigada dentro de los cuatro (4) años 
siguientes a su sanción. 

C. Aprovecharse de la posición de autoridad que ocupa, para afectar el desempeño de 
los integrantes del equipo de trabajo, o aprovecharse de las condiciones de 
vulnerabilidad de los usuarios de sus servicios profesionales. 

d. La presencia de daños a terceros como consecuencia de sus actuaciones 

Artículo 20. Cualquier ciudadano puede establecer por escrito, la denuncia de la falta 
disciplinaria, fundamentado en hechos debidamente sustentados y probados, ante el 
Tribunal Nacional Deontológico establecido para tal fin. 

Artículo 21. El gerontólogo que sea investigado por presuntas faltas al código 
deontológico tendrá derecho al debido proceso, de conformidad con la Constitución 
Nacional Colombiana, de acuerdo con las normas establecidas en las leyes preexistentes 
al acto que se le impute, con observancia del proceso disciplinario previsto en la 
presente ley y las siguientes normas rectoras: 
 
a. El gerontólogo sólo será sancionado cuando por acción u omisión, en la práctica de 
su profesión, incurra en faltas contempladas en la presente ley. 
b. El gerontólogo tiene derecho a ser asistido por un abogado durante todo el proceso, 
y a que se le presuma inocente mientras no se le declare responsable en fallo 
ejecutoriado. 
C. El superior no podrá agravar la sanción impuesta cuando el sancionado sea apelante 
único. 
d. Toda providencia interlocutoria podrá ser apelada por el gerontólogo salvo las 
excepciones previstas por la ley. 
 
Artículo 22. El proceso disciplinario del gerontólogo se iniciará: 
a. De oficio. 
b. Por queja escrita presentada personalmente ante el Tribunal Nacional Deontológico 
o sus capítulos regionales. 
c. Por solicitud escrita dirigida al respectivo Tribunal por cualquier entidad pública o 
privada o cualquier ciudadano. 
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Artículo 23. La indagación preliminar se realizará en el término máximo de dos (2) meses, 
vencidos dentro de los cuales se dictará resolución de apertura de investigación formal o 
resolución inhibitoria. 
 
Artículo 24. El Tribunal Nacional Deontológico de Gerontología se abstendrá de abrir 
investigación formal o dictar resolución de preclusión durante el curso de la investigación, 
cuando aparezca demostrado que la conducta no ha existido, que no es constitutiva de 
falta, que el gerontólogo investigado no la ha cometido, que el proceso no puede iniciarse 
por haber muerto el profesional investigado, o por existir cosa juzgada de acuerdo a la ley 
vigente. Tal decisión se tomará mediante resolución motivada contra la cual proceden los 
recursos ordinarios que podrán ser interpuestos por el Ministerio Público, el quejoso o su 
apoderado. 
 
Artículo 25. De la investigación formal o instructiva. La investigación formal o etapa 
instructiva, que será adelantada por un Magistrado Instructor, comienza con la resolución 
de apertura de la investigación en la que además de ordenar la iniciación del proceso, se 
dispondrá a comprobar sus credenciales como gerontólogo recibir declaración libre y 
espontánea, practicar todas las diligencias necesarias para el esclarecimiento de los hechos 
y la demostración de la responsabilidad o la inocencia del o de los gerontólogos. 
 
Artículo 26. El término de la indagación no podrá exceder de dos (2) meses, contados 
desde la fecha de su iniciación. No obstante, si se tratare de tres (3) o más faltas, o tres 
(3) o más gerontólogos investigados, el término podrá extenderse hasta por cuatro (4) 
meses. 
 
Los términos anteriores podrán ser ampliados por la Sala, a petición del Magistrado 
Instructor, por causa justificada hasta por otro tanto. 
 
Artículo 27. Descargos. La etapa de descargos se inicia con la notificación de la resolución 
de cargos al investigado o a su apoderado. A partir de este momento, el expediente quedará 
en la Secretaria del Tribunal Nacional Deontológico o Comité ético de Gerontología, o sus 
capítulos regionales, a disposición del profesional de Gerontología acusado, por un término 
no superior a quince (15) días hábiles, quien podrá solicitar las copias deseadas. 

Artículo 28. El gerontólogo acusado rendirá descargos ante el Tribunal Nacional 
Deontológico o Comité de Ética de Gerontología y el Magistrado Instructor, en la fecha y 
hora señaladas por éste para los efectos y deberá entregar al término de la diligencia un 
escrito que resuma los descargos. 
 
Artículo 29. Al rendir descargos el gerontólogo implicado, por sí mismo o a través de su 
representante legal o abogado, podrá aportar y solicitar al Tribunal Nacional 
 
Deontológico o Comité de Ética en Gerontología y al magistrado instructor, las pruebas que 
considere convenientes para su defensa, las que se decretarán siempre y cuando fueren 
conducentes, pertinentes y necesarias. 
 
De oficio, el Tribunal Nacional Deontológico o Comité de Ética de Gerontología podrá 
decretar y practicar las pruebas que considere necesarias y las demás que estime 
conducentes, las cuales se deberán practicar dentro del término de veinte (20) días hábiles 
siguientes. 
 
Artículo 30. Rendidos los descargos y practicadas las pruebas, según el caso, el Tribunal 
Nacional Deontológico o Comité de Ética dispondrá del término de quince (15) días hábiles 
para presentar el proyecto de fallo, y de otros quince (15) días hábiles para su estudio y 
aprobación. El fallo será absolutorio o sancionatorio. 
 
Artículo 31. No se podrá dictar fallo sancionatorio sino cuando exista certeza 
fundamentada en plena prueba sobre el hecho violatorio de los principios y disposiciones 
deontológicas contempladas en la presente ley y sobre la responsabilidad disciplinaria del 
profesional de Gerontología. 
 
Artículo 32. Contra las decisiones disciplinarias impartidas por el Tribunal Nacional 
Deontológico o Comité de Ética de Gerontología, procederán los recursos de reposición y 
apelación dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la fecha de su notificación. En 
lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán las normas pertinentes del Código de 
Procedimiento Penal vigentes. 

Si como consecuencia de la apelación de la resolución de preclusión el Tribunal Nacional 
Deontológico la revoca y decide formular cargos, los Magistrados intervinientes quedarán 
impedidos para conocer la apelación del fallo de primera 
instancia. 
 
Artículo 33. La acción disciplinaria por faltas al Código Deontológico y reglamentación 
profesional se ejercerá sin perjuicio de la acción penal, civil o contencioso-administrativa a 
que hubiere lugar o de las acciones adelantadas por la Procuraduría General de la Nación 
o por otras entidades, por infracción a otros ordenamientos jurídicos. 
 
Artículo 34. En los procesos disciplinarios e investigaciones relacionadas con la 
responsabilidad del ejercicio profesional de Gerontología, que se adelanten dentro de otros 
regímenes disciplinarios o por leyes ordinarias, el gerontólogo o su representante legal 
podrá solicitar el concepto del Tribunal Nacional Deontológico o Comité de Ética de 
Gerontología. 
 
En los procesos que investiguen la idoneidad profesional para realizar el acto de servicio 
profesional de Gerontología, se deberá contar con la debida asesoría técnica o pericial. 
 
La elección de peritos se hará de la lista de peritos del Tribunal Nacional Deontológico o 
Comité de Ética de Gerontología. 
 
Artículo 35. Cuando el fallo sancionatorio amerite la suspensión temporal en el ejercicio 
profesional, y no se interponga recurso de apelación, el expediente se enviará a consulta 
al Tribunal Nacional Deontológico o Comité de Ética de Gerontología 
 
Artículo 36. De la segunda instancia. Recibido el proceso en el Tribunal Nacional 
Deontológico O Comité de Ética de Gerontología, que actúa como segunda instancia, será 
repartido y el Magistrado Ponente dispondrá de treinta (30) días hábiles contados a partir 
de la fecha, cuando entre a su despacho, para presentar proyecto, y la sala probatoria, de 
otros treinta (30) días hábiles para decidir. 

Artículo 37. De los recursos. Al Gerontólogo o a su apoderado se le notificará 
personalmente la resolución inhibitoria, la de apertura de investigación, el dictamen de 
peritos, la resolución de cargos y el fallo, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes. 
 

 
Artículo 38. Son causales de nulidad en el proceso deontológico disciplinario las 
siguientes: 
 
a. La incompetencia del Tribunal Nacional Deontológico 0 Comité de Ética de Gerontología 
o del Tribunal Regional, para adelantar la etapa de descargos y para resolver durante la 
instrucción. 
 
b. La vaguedad o ambigüedad de los cargos o la omisión o imprecisión de las normas 
deontológicas en que se fundamenten. 
 
c. La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 
 
d. La violación del derecho de defensa. 
 

 
Artículo 39. La acción deontológica y disciplinaria profesional prescribe a los cinco (5) 
años, contados desde el día en que se cometió la última acción u omisión constitutiva de 
falta contra la deontología y la reglamentación profesional. La formulación del pliego de 
cargos a un gerontólogo por falta(s) contra la deontología y la reglamentación profesional, 
interrumpe la prescripción, la que se contará nuevamente desde el día de la interrupción, 
caso en el cual el término de prescripción se reducirá a dos (2) años.  
 
La sanción prescribe a los tres (3) años contados desde la fecha de la ejecutoria de la 
providencia que la imponga. 
 
 

Artículo 40. El proceso deontológico y disciplinario está sometido a reserva hasta que se 
dicte auto inhibitorio o fallo debidamente ejecutoriado. 
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CAPÍTULO VI  
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 41. Se establece el día 15 de septiembre de cada año como Día Nacional del 
gerontólogo en Colombia. 
 
Artículo 42. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. PROYECTO DE 
LEY No. 115 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE REGLAMENTA LA 
PROFESIÓN DE GERONTOLOGÍA EN COLOMBIA Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 

 
Cordialmente, 
 
 
 
CARLOS ANDRÉS TRUJILLO GONZÁLEZ 
Senador Ponente 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el texto propuesto 
para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

  TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 142 DE 
2024 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN NORMAS PARA LA PROTECCIÓN 
Y CONECTIVIDAD ECOLÓGICA DE LOS HUMEDALES DESIGNADOS DENTRO DE LA 

LISTA DE IMPORTANCIA INTERNACIONAL DE LA CONVENCIÓN RAMSAR Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

Congreso de Colombia, 

DECRETA 

Artículo 1. Objeto. Garantizar la protección y conectividad ecológica de los humedales 
designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de importancia internacional de la 
Convención Ramsar, con base en los principios de precaución y progresividad en materia 
ambiental, a través de la definición de lineamientos y actividades principales, compatibles, 
condicionadas y prohibidas y se dictan otras disposiciones.  

Artículo 2. Ámbito de aplicación. La presente ley aplicará a los humedales designados y/o 
definidos por Decreto dentro de la lista de importancia internacional de la Convención Ramsar. 

Artículo 3. Principios transversales a los lineamientos. Los lineamientos planteados en 
la presente ley en ninguna instancia podrán oponerse a las resoluciones y demás instrumentos 
definidos por la Convención Internacional Ramsar en materia de protección ambiental u omitir 
estándares técnicos o de gobernanza de la comunidad que habite en el área delimitada. Los 
lineamientos deberán ser progresivos y deberán contener un análisis integral que incorpore los 
enfoques de Derechos Humanos, Diferencial y de Género, así como, conceptos socioecológicos, 
hidrológicos, bióticos, étnicos, hidráulicos, climáticos, soluciones basadas en la naturaleza y/o 
ecosistemas, biodiversidad y socio-ambientales, adaptación y conectividad ecosistémica y 
ecológica. 

Los lineamientos establecidos en el marco de la presente ley deberán respetar la naturaleza 
jurídica de los humedales objeto de protección de esta ley, los cuales son considerados bienes 
inalienables, inembargables e imprescriptibles. 

Artículo 4. Lineamientos y directrices para definir las actividades antrópicas 
permitidas en humedales. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y los institutos 
de investigación adscritos con la participación de los Ministerios según correspondan a la 

actividad, en un término de doce (12) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, crearán los lineamientos y directrices que definirán las actividades principales, 
compatibles y condicionadas en los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de 
la lista de importancia internacional de la Convención Ramsar.  
 
Parágrafo. Para las actividades que resulten principales, compatibles y condicionadas en el 
presente artículo, las autoridades ambientales competentes de la jurisdicción del humedal 
Ramsar, establecerán estudios de capacidad de carga del ecosistema Ramsar para la realización 
de las actividades principales, compatibles y condicionadas, a la cual realizarán monitoreos cada 
2 (dos) años para que no se supere las restricciones impuestas en dichos estudios. Este 
monitoreo debe extenderse a mínimo un monitoreo en aguas altas y otro en aguas bajas. 
 
Artículo 5. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 981 de 2005 de la siguiente manera:  
 
“Artículo 10. Destinación de los recursos de la sobretasa ambiental. Los recursos 
recaudados por la Sobretasa Ambiental serán destinados exclusivamente por la autoridad 
ambiental para la ejecución de planes, programas y proyectos orientados a la recuperación y 
conservación de las áreas de los sitios de Ramsar o Humedales de Importancia Internacional 
definidos en la Ley 357 de 1997 y Reservas de Biosfera, así como sus respectivas Zonas de 
Amortiguación afectadas por las vías de qué trata la presente ley, incluyendo dentro de estos 
el desarrollo de acciones de:  
 Mejora en la conectividad hidráulica del humedal con sus afluentes y el caudal ambiental y/o 

ecológico con un caudal igual o mayor al existente.  
 Restauración ecológica en un área equivalente al área de la afectación dentro de la 

delimitación del humedal o en un ecosistema equivalente, asegurando el impacto positivo a la 
zona total del humedal Ramsar.  
 Promoción de espacios de gobernanza ambiental, participación y acceso a la información en 

asuntos ambientales, apropiación, educación, cultura, la ciencia ambiental y los saberes de las 
comunidades.  
 
Parágrafo. En el marco del cumplimiento del presente artículo, se deberán realizar las acciones 
de acuerdo con lo dispuesto en los planes de manejo ambiental de humedales Ramsar según 
lo estipulado en la normatividad aplicable.”  
 
Artículo 6. Prohibición de actividades extractivas y otras actividades de alto impacto 
negativo. En los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de 
importancia internacional de la Convención Ramsar, y considerando la clasificación de 
humedales realizada por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, no se podrán 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 142 

DE 2024 SENADO

por medio del cual se dictan normas para la Protección y Conectividad Ecológica de los Humedales 
designados dentro de la lista de importancia Internacional de la Convención Ramsar y se dictan otras 

disposiciones.
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adelantar actividades antrópicas incompatibles con la conservación ambiental y ecosistémica, 
por generar graves riesgos de tipo ecológico, de conectividad y para los derechos 
fundamentales de la población. Las actividades prohibidas son:  
 
1. Las actividades agropecuarias de alto impacto.  
 
2. Las actividades de exploración o explotación minera.  
 
3. Las actividades de exploración o explotación de hidrocarburos o fracking.  
 
4. La introducción, distribución, uso o abandono de sustancias tóxicas o contaminantes que 
puedan perturbar los ecosistemas o causar daños en ellos.  
 
5. Introducir transitoria o permanentemente animales, semillas, flores o propágulos de especies 
nvasoras que puedan alterar la estructura trófica, los flujos de energía y la composición de las 
especies.  
 
6. Arrojar o depositar basuras, desechos o residuos o incinerarlos.  
 
7. Los cambios de usos de suelo de nueva infraestructura con fines de urbanización, 
industrialización y comercialización.  
 
8. Las demás que impliquen el relleno o endurecimiento del espejo de agua y del ecosistema.  
 
Parágrafo 1. Régimen de transición. Las actividades prohibidas para los humedales Ramsar 
podrán continuar sin derecho a prórroga, y sin perjuicio de las acciones que, en virtud de la 
legislación ambiental, puedan adoptar las autoridades ambientales competentes para proteger 
los ecosistemas en mención.  
Las actividades prohibidas definidas por el presente artículo quedarán excluidas dentro de la 
zonificación para los humedales de importancia internacional de la Convención Ramsar 
designados y/o definidos por Decreto a partir de la expedición de la presente Ley.  
 
Las autoridades ambientales deberán evaluar caso a caso si dichas actividades prohibidas 
afectan o ponen en peligro a dichos humedales. En caso de hacerlo, deberán imponer las 
medidas necesarias para la protección, conservación y de ser el caso, de corrección y 
compensación frente a los impactos ambientales que se hayan causado, sin perjuicio de las 
acciones contenidas en la Ley 1333 de 2009 o en aquella que la modifique o sustituya.  
 

Parágrafo 2. Evaluación de Impacto Ambiental. La autoridades ambientales competentes 
de la jurisdicción del humedal Ramsar en colaboración de los institutos de investigación 
adscritos al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible deberán efectuar una evaluación de 
impacto ambiental en el humedal Ramsar de su jurisdicción en un plazo de hasta doce (12) 
meses, con el objeto de establecer las posibles afectaciones ambientales y ecosistémicas 
directas o indirectas sobre los humedales debido a las actividades descritas en el presente 
artículo.  
 
Parágrafo 3. Programa de corrección y compensación ambiental. Las autoridades 
ambientales competentes de la jurisdicción del humedal Ramsar deberán realizar un análisis de 
las afectaciones ambientales y ecosistémicas en las áreas de cada humedal Ramsar, a la entrada 
en vigencia de la presente ley, con el fin de formular y ejecutar un programa priorizado de 
corrección y compensación ambiental en las áreas identificadas, lo cual será incorporado al plan 
de manejo correspondiente en los humedales.  
 
Parágrafo 4. El estado garantizará las condiciones para realizar la reconversión económica, 
social y productiva. 
 
En caso de ser necesario la reubicación de habitantes, el estado colombiano garantizará su 
reubicación en similares condiciones o mejores condiciones. 
 
Artículo 7. Plan de manejo ambiental de humedales Ramsar. Las autoridades 
ambientales dentro de su competencia deberán definir e implementar de forma pertinente y 
efectiva el plan de manejo ambiental en un término de dieciocho (18) meses contados a partir 
de la entrada en vigencia de la presente ley, el plan de manejo ambiental tendrá un horizonte 
de implementación de cinco (5) años y cumplido este tiempo se deberá actualizar por el mismo 
periodo. Este plan contendrá los criterios que justifican la designación de los sitios Ramsar, los 
Acuerdos de Resolución de las diferentes Conferencias de las Partes Contratantes (COP) 
Ramsar. Así mismo, en su contenido tendrá la descripción, análisis de conectividad 
ecosistémica, evaluación, zonificación, delimitación, plan de acción, indicadores de seguimiento, 
objetos de conservación, presupuesto, la prospectiva y el régimen de actividades principales 
compatibles y condicionadas al interior de los humedales.  
 
Dentro del plan de manejo ambiental se deberá hacer especial énfasis en el cuidado y 
conservación de la fauna silvestre nativa, endémica y migratoria que resida en los humedales 
de manera permanente o temporal, así como el manejo oportuno y definitivo de las especies 
invasoras. Igualmente, deberá hacer especial énfasis en la coordinación con los instrumentos 
de planificación que involucren áreas protegidas asociadas.  

 
El plan de que trata el presente artículo incluirá un manejo de residuos y aguas residuales, que 
garantice que los humedales no se contaminen por las actividades que resulten permitidas, 
compatibles y condicionadas. 
 
Parágrafo 1. Los humedales Ramsar designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista 
de importancia internacional de la Convención Ramsar que cuenten con un Plan de Manejo 
Ambiental en implementación deberán actualizar las actividades del mismo considerando lo 
dispuesto en la presente Ley.  
 
Parágrafo 2. Enfoque Diferencial y de Género. Las autoridades ambientales competentes 
de la jurisdicción del humedal Ramsar deberán adicionar en el Plan de Manejo Ambiental análisis 
y medidas para reconocer los impactos con enfoque diferencial y de género a los humedales 
Ramsar; y también promover la igualdad de derechos en el manejo, conservación y protección 
de los humedales.  
 
Parágrafo 3. El análisis de conectividad debe abarcar tanto tierra como el agua, incluso dentro 
del área Ramsar, y deberá realizarse durante 8 meses y a una escala de 1:25,000 o mayor 
detalle. 
 
Artículo 8. Descripción. La descripción a realizar en el plan de manejo ambiental deberá 
consolidar la identificación, características abióticas, bióticas y socioeconómicas de los 
humedales de importancia internacional de la Convención Ramsar designados y/o definidos por 
Decreto, para la continuidad del proceso de formulación del plan de manejo ambiental.  
 
Artículo 9. Evaluación. La evaluación a realizar en el plan de manejo ambiental deberá 
determinar o confirmar las características ecológicas, socioeconómicas, culturales, territoriales, 
productivas, problemática ambiental y conflictividad socioecológica confrontación de intereses 
o cualquier otra característica identificada en la fase de caracterización que son importantes 
para la construcción del plan de manejo ambiental de los humedales Ramsar.  
 
Cómo mínimo los parámetros que se deben tener en cuenta en el proceso de evaluación son: 
tamaño y posición del humedal, diversidad biológica, naturalidad, rareza, fragilidad, 
representatividad, posibilidades de restauración, recuperación y/o rehabilitación, valores 
estéticos, religiosos o históricos, recreación, educación e investigación, bienes y servicios del 
humedal, vestigios paleontológicos y arqueológicos, sistemas productivos, factores de 
perturbación en el humedal, confrontaciones y conflictos, entre otros.  

Artículo 10. Zonificación. La zonificación contenida en el plan de manejo ambiental deberá 
ser el instrumento de planificación y gestión territorial que establece un marco estratégico de 
acción para armonizar y orientar los programas, planes y acciones para el desarrollo sostenible 
en los territorios.  
 
La Zonificación debe centrarse en la definición de áreas que tengan como propósito la 
conservación de los humedales, el uso sostenible, la restauración, las soluciones basadas en la 
naturaleza (SBN), la preservación y la recuperación de su biodiversidad, los servicios 
ecosistémicos que suministran y las acciones de mitigación de impulsores de transformación y 
contaminantes que atenten contra su funcionamiento. Las autoridades ambientales 
competentes actuarán bajo los lineamientos de la Convención Ramsar en el manejo y gestión 
de humedales.  
 
Parágrafo 1. Las autoridades ambientales competentes de la jurisdicción del humedal Ramsar, 
garantizarán la armonización de la zonificación con los POMCAS y demás instrumentos de 
ordenamiento territorial, o demás que apliquen garantizando los humedales como 
determinantes ambientales.  
 
Parágrafo 2. Los propietarios legales de los predios que se encuentren al interior de los 
humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de importancia internacional 
de la Convención Ramsar podrán ingresar al programa de pago por servicios ambientales para 
verse beneficiados con los incentivos para la conservación de los humedales, así como demás 
programas que apliquen en acciones de conservación de ecosistemas de los humedales.  
 
Artículo 11. Delimitación. La delimitación del humedal contenida en el plan de manejo 
ambiental deberá establecer el área del humedal, el área límite, las áreas aledañas que 
garantizan la conectividad ecosistémica e hidrológica,  y la franja con función amortiguadora; 
con respecto a la primera, se establecerá a partir del levantamiento de información primaria y 
secundaria del área, seguido de un método de campo de variables ambientales (condiciones 
naturales y aspectos hidrológicos, vegetación y suelos del humedal), incluyendo la presencia de 
suelos hídricos durante periodos del año.  
 
El área límite del humedal debe estar acompañado de un área adicional utilizando información 
de periodos de máximo y mínimo de inundación con recurrencia mínima de 10 años y caudales, 
adicionalmente, se establecerá la franja con función amortiguadora, que involucra las áreas 
inundables para el paso de las crecientes no ordinarias y las necesarias para la protección y 
equilibrio ecológico del humedal y el mantenimiento permanente de su zona de transición.  
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Artículo 12. Plan de acción. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, los demás Ministerios y las autoridades territoriales 
competentes deberán hacer una identificación y saneamiento predial en la implementación 
al Plan de acción del plan de manejo ambiental en compañía con las autoridades 
ambientales competentes de los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro 
de la lista de importancia internacional de la Convención Ramsar.  
 
Parágrafo. El plan de acción tendrá un examen anual de la ejecución de las acciones 
establecidas para el cumplimiento del plan de manejo ambiental, a partir del cual se harán 
ajustes a los programas o actividades propuestas.  
 
Artículo 13. Gobernanza Ambiental. Las autoridades ambientales competentes de la 
jurisdicción del humedal Ramsar deberán incluir en los procesos de descripción, 
delimitación, zonificación, plan de acción y demás mencionados en la presente ley, a las 
comunidades, la población inmersa, entidades territoriales, y la ciudadanía en general 
organizada o no, en la conservación, gestión, manejo y toma de decisiones ambientales 
sobre los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de importancia 
internacional de la Convención Ramsar. Lo anterior para establecer estrategias que generen 
incentivos para su conservación, en particular, la instancia de los comités nacionales, 
regionales y locales de humedales, los cuales están dentro de los lineamientos de la 
convención.  
 
Las autoridades ambientales competentes deberán garantizar la gobernanza ciudadana, 
con participación ciudadana incidente, mediante la implementación de los Comités 
Regionales de Humedales. En los casos que en la jurisdicción de la autoridad ambiental 
cuente con más de un humedal Ramsar, se deberá crear y promover un Comité Gestor 
Local Ciudadano por cada humedal Ramsar y fortalecer su articulación con el Comité 
Regional de Humedales, así como con el Comité Nacional de Humedales.  
 
Parágrafo 1. La participación ciudadana de que trata el presente artículo, deberá 
desarrollarse en el marco de la gobernanza ambiental y contar con un mecanismo de 
seguimiento a la gestión de los comités gestores locales y compromisos adquiridos en las 
sesiones, que a su vez deberán estar articulados con el Comité Regional y Nacional de 
Humedales.  

Parágrafo 2. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible será responsable de 
garantizar la periodicidad en la convocatoria y las sesiones del Comité Nacional de 
Humedales, así como su articulación con la autoridad ambiental regional competente.  
 
Parágrafo 3. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible tendrá doce (12) meses 
contados a partir de la vigencia de esta ley para actualizar y reglamentar el procedimiento, 
miembros y directrices de gobernanza ciudadana, así como la articulación con las diferentes 
instancias territoriales de los comités. Este procedimiento deberá ser avalado por el Comité 
Nacional de Humedales.  
 
Artículo 14. Plan de designación de nuevos humedales. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, en un transcurso de dieciocho (18) meses a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley, formulará e iniciará la implementación de un Plan de 
designación de nuevos humedales Ramsar donde contará con dos líneas de trabajo:  
 

1. Identificación de humedales con potencial para ser incluidos en la lista de 
importancia internacional de la Convención Ramsar, para lo cual generará un plan de 
trabajo para lograr su inclusión en dicha lista.  
 
2. Identificación de humedales de impacto local o regional que no cuentan con ningún 
estatus de protección dentro de los instrumentos de planificación correspondientes, a 
fin de que logren ser protegidos.  
 

Parágrafo 1. Teniendo en cuenta las competencias de las distintas autoridades 
ambientales, entidades territoriales, o los aportes que puedan hacer los institutos de 
investigación adscritos al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, dichas entidades, 
y aquellas otras que puedan resultar relevantes, serán vinculadas dentro del plan de 
declaratoria de nuevos humedales.  
 
Parágrafo 2. Al año siguiente de la designación de los nuevos humedales, estos contarán 
con los instrumentos de protección establecidos en la presente ley, la garantía de los 
recursos de financiación y la coordinación entre las diferentes estancias de participación 
con las autoridades ambientales. 
 
Artículo 15. Sistema de información, transparencia y comunicación. Las 
autoridades ambientales regionales con jurisdicción en el humedal Ramsar, deberán 
disponer en sus páginas web y entre otros canales de comunicación e información de un 

repositorio de información con acceso a la ciudadanía en general, haciendo uso de 
estrategias de lenguaje claro y teniendo en cuenta el enfoque Diferencial y de Género, 
sobre todas las acciones, documentos, informes de seguimiento al plan de manejo y entre 
otros instrumentos relacionados con el humedal Ramsar.  
 
Parágrafo 1. Las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible y las 
correspondientes autoridades ambientales competentes de la jurisdicción del humedal 
Ramsar, presentarán y publicarán anualmente un informe al Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, Consejo Directivo de su entidad, Concejo municipal o distrital y 
Asamblea Departamental de la jurisdicción del humedal Ramsar en el que dé a conocer los 
avances en la implementación del plan de manejo ambiental.  
 
Parágrafo 2. Las autoridades ambientales con jurisdicción en los humedales designados 
y/o definidos por Decreto dentro de la lista de importancia internacional de la Convención 
Ramsar deberán realizar un proceso de comunicación y pedagogía a la ciudadanía de los 
lineamientos técnicos definidos en la presente ley.  
 
 
Artículo 16. Presupuesto. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las 
autoridades ambientales competentes definirán estrategias e instrumentos de 
financiamiento para la implementación de acciones establecidas en el plan de manejo de 
los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de importancia 
internacional de la Convención Ramsar. También se incluirán los fondos ambientales e 
incentivos para que los sectores participen en las acciones de protección y demás 
lineamientos definidos en la presente ley.  
 
Parágrafo. Instrumentos financieros. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y 
demás que correspondan, elaborarán en un plazo no mayor a dieciocho (18) meses 
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley lineamientos para la adopción 
de mecanismos financieros y económicos relacionados con el potencial de bienes y servicios 
ecosistémicos de los humedales designados y/o definidos por Decreto dentro de la lista de 
importancia internacional de la Convención Ramsar.  
 
El ingreso económico de la estrategia deberá estar enfocada principalmente en la protección 
y conectividad ecosistémica del humedal Ramsar, así como en acciones de pagos por 
servicios ambientales con la ciudadanía que se encuentra en el área de influencia.  
 

 
Artículo 17. Vigencia y Derogatorias. La presente ley deroga las disposiciones que le 
sean contrarias y que impliquen violación al principio de progresividad, en tanto la presente 
ley no implicará en ninguna instancia retrocesos frente al nivel de protección alcanzado. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República 
del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 142 DE 2024 SENADO “POR 
MEDIO DEL CUAL SE DICTAN NORMAS PARA LA PROTECCIÓN Y CONECTIVIDAD 
ECOLÓGICA DE LOS HUMEDALES DESIGNADOS DENTRO DE LA LISTA DE 
IMPORTANCIA INTERNACIONAL DE LA CONVENCIÓN RAMSAR Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
MARCOS DANIEL PINEDA GARCÍA  ANDREA PADILLA VILLARRAGA 
Senador Ponente     Senadora Ponente  
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
170 DE 2024 SENADO – 331 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
DECLARA PATRIMONIO GENÉTICO NACIONAL LA RAZA AUTÓCTONA DEL 

CABALLO DE DIAGONALES COLOMBIANOS CON SUS TRES ANDARES: TROTE 
Y GALOPE COLOMBIANOS, TROCHA Y GALOPE COLOMBIANOS Y TROCHA 

COLOMBIANA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.  
  
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1° Objeto. La presente Ley tiene como objeto declarar raza oficial 
colombiana y patrimonio genético de la nación, a la raza autóctona y trasfronteriza de 
caballos de Diagonales colombianos con sus tres andares, exaltar su existencia, 
salvaguardar su genética y protegerla como raza desarrollada en Colombia y que sea 
declarada de interés cultural para la nación.  
 

ARTÍCULO 2°. Definiciones. Para efecto de lo dispuesto en la presente Ley, se 
adoptan las siguientes definiciones:  
 

Raza Diagonales colombianos: Caballo de cuna colombiana, reconocido en los tres 
andares que distinguen al caballo Criollo colombiano de Paso, configurada por el trote 
y galope colombianos (P1), la trocha y galope colombianos (P2) y la trocha colombiana 
(P3).  
 

Raza Transfronteriza: Son las razas que se registran en más de un país, entre ellas, 
cabe distinguir:  

• Razas transfronterizas regionales: aquellas razas transfronterizas que se registran tan 
solo en una de las siete regiones del Segundo Informe Sobre el Estado de los Recursos 
Zoogenéticos para la Alimentación y la Agricultura en el Mundo.  

• Razas transfronterizas internacionales: razas transfronterizas que se registran en más 
de una región del Segundo Informe Sobre el Estado de los Recursos Zoogenéticos para 
la Alimentación y la Agricultura en el Mundo. 
 

ARTICULO 3°. Declaratoria de Patrimonio Genético. Declárese patrimonio 
genético nacional a la raza autóctona del caballo Diagonales colombianos con sus tres 
andares: trote y galope colombianos, trocha y galope colombianos y trocha colombiana. 
 

ARTÍCULO 4°. Coordinación. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá 
delegar a la Federación Colombiana de Asociaciones Equinas (Fedequinas) como 
entidad a cargo del fomento, progreso y control de la raza caballar, por disposición y 
delegación del Gobierno Nacional, para llevar el libro genealógico, expedir el certificado 
de registro de cada ejemplar y para ejercer la representación de esta raza equina de 
diagonales colombianos con sus tres andares: trote y galope colombianos, trocha y 
galope colombianos y trocha colombiana.  
 

ARTÍCULO 5°. Declaratoria de interés cultural. El Ministerio de las Culturas, las 
Artes y los Saberes realizará las gestiones necesarias para declarar de interés cultural 
la raza autóctona del caballo de Diagonales colombianos con sus tres andares: trote y 
galope colombianos, trocha y galope colombianos, y trocha colombiana, así como las 
manifestaciones y tradiciones culturales relacionadas con la misma.  
 

ARTÍCULO 6°. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su sanción y 
publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 170 DE 
2024 SENADO – 331 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA 
PATRIMONIO GENÉTICO NACIONAL LA RAZA AUTÓCTONA DEL CABALLO DE 
DIAGONALES COLOMBIANOS CON SUS TRES ANDARES: TROTE Y GALOPE 

COLOMBIANOS, TROCHA Y GALOPE COLOMBIANOS Y TROCHA COLOMBIANA, 
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
YENNY ROZO ZAMBRANO 
Senadora Ponente  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
170 DE 2024 SENADO – 331 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 
DECLARA PATRIMONIO GENÉTICO NACIONAL LA RAZA AUTÓCTONA DEL 

CABALLO DE DIAGONALES COLOMBIANOS CON SUS TRES ANDARES: TROTE 
Y GALOPE COLOMBIANOS, TROCHA Y GALOPE COLOMBIANOS Y TROCHA 

COLOMBIANA, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.  
  
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 
 

ARTÍCULO 1° Objeto. La presente Ley tiene como objeto declarar raza oficial 
colombiana y patrimonio genético de la nación, a la raza autóctona y trasfronteriza de 
caballos de Diagonales colombianos con sus tres andares, exaltar su existencia, 
salvaguardar su genética y protegerla como raza desarrollada en Colombia y que sea 
declarada de interés cultural para la nación.  
 

ARTÍCULO 2°. Definiciones. Para efecto de lo dispuesto en la presente Ley, se 
adoptan las siguientes definiciones:  
 

Raza Diagonales colombianos: Caballo de cuna colombiana, reconocido en los tres 
andares que distinguen al caballo Criollo colombiano de Paso, configurada por el trote 
y galope colombianos (P1), la trocha y galope colombianos (P2) y la trocha colombiana 
(P3).  
 

Raza Transfronteriza: Son las razas que se registran en más de un país, entre ellas, 
cabe distinguir:  

• Razas transfronterizas regionales: aquellas razas transfronterizas que se registran tan 
solo en una de las siete regiones del Segundo Informe Sobre el Estado de los Recursos 
Zoogenéticos para la Alimentación y la Agricultura en el Mundo.  

• Razas transfronterizas internacionales: razas transfronterizas que se registran en más 
de una región del Segundo Informe Sobre el Estado de los Recursos Zoogenéticos para 
la Alimentación y la Agricultura en el Mundo. 
 

ARTICULO 3°. Declaratoria de Patrimonio Genético. Declárese patrimonio 
genético nacional a la raza autóctona del caballo Diagonales colombianos con sus tres 
andares: trote y galope colombianos, trocha y galope colombianos y trocha colombiana. 
 

ARTÍCULO 4°. Coordinación. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural podrá 
delegar a la Federación Colombiana de Asociaciones Equinas (Fedequinas) como 
entidad a cargo del fomento, progreso y control de la raza caballar, por disposición y 
delegación del Gobierno Nacional, para llevar el libro genealógico, expedir el certificado 
de registro de cada ejemplar y para ejercer la representación de esta raza equina de 
diagonales colombianos con sus tres andares: trote y galope colombianos, trocha y 
galope colombianos y trocha colombiana.  
 

ARTÍCULO 5°. Declaratoria de interés cultural. El Ministerio de las Culturas, las 
Artes y los Saberes realizará las gestiones necesarias para declarar de interés cultural 
la raza autóctona del caballo de Diagonales colombianos con sus tres andares: trote y 
galope colombianos, trocha y galope colombianos, y trocha colombiana, así como las 
manifestaciones y tradiciones culturales relacionadas con la misma.  
 

ARTÍCULO 6°. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su sanción y 
publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 170 DE 
2024 SENADO – 331 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA 
PATRIMONIO GENÉTICO NACIONAL LA RAZA AUTÓCTONA DEL CABALLO DE 
DIAGONALES COLOMBIANOS CON SUS TRES ANDARES: TROTE Y GALOPE 

COLOMBIANOS, TROCHA Y GALOPE COLOMBIANOS Y TROCHA COLOMBIANA, 
Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
YENNY ROZO ZAMBRANO 
Senadora Ponente  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 170 

DE 2024 SENADO, 331 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se declara Patrimonio Genético Nacional la raza autóctona del caballo de diagonales 
colombianos con sus tres andares: trote y galope colombianos, trocha y galope colombianos y trocha 

colombiana, y se dictan otras disposiciones.



Gaceta del Congreso  11	 Lunes, 27 de enero de 2025	 Página 19

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
173 DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1480 
DE 2011 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A FAVOR DEL CONSUMIDOR 

– COMPRA INFORMADO, COMPRA PROTEGIDO”. 
 

El Congreso de la República de Colombia  

Decreta: 

Artículo 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar la ley 1480 de 2011, 
con el fin de ampliar, modernizar y complementar la protección al consumidor de 
diferentes productos, mediante canales tradicionales de venta o de comercio 
electrónico. 
 
 

Artículo 2. Equidad territorial. Modifíquese el artículo 62 de la ley 1480 de 2011, el 
cual quedará así: 
 

ARTÍCULO 62. FACULTADES DE LOS ALCALDES. Los alcaldes ejercerán en sus 
respectivas jurisdicciones las mismas facultades administrativas de control y 
vigilancia que la Superintendencia de Industria y Comercio. 
 
En el ámbito de su territorio los alcaldes ejercerán también facultades en materia de 
metrología legal. 
 
Para ello podrán imponer multas hasta de trecientos (300) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes al momento de la imposición de la sanción, previo 
procedimiento establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Cuando el alcalde considere procedente imponer una 
medida distinta, o una multa superior a trecientos (300) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes, remitirá lo actuado a la Superintendencia de Industria y Comercio 
para que decida. 
 
Contra la decisión de los alcaldes procede el recurso de apelación que será resuelto 
por la Superintendencia de Industria y Comercio. 

Parágrafo Primero. Cuando se de inicio a un proceso administrativo sancionatorio 
mediante la formulación de cargos, los alcaldes deberán comunicar al Ministerio 
Público y a la Superintendencia de Industria y Comercio la iniciación de la respectiva 
actuación. 
 
Parágrafo Segundo. En todo caso la Superintendencia de Industria y Comercio, 
podrá de oficio iniciar o asumir la investigación iniciada por un alcalde, caso en el 
cual este la suspenderá y la pondrá a su disposición, dejando constancia de ello en 
el expediente.  Una vez avocado el conocimiento por parte de la Superintendencia 
de Industria y Comercio, esta agotará el trámite de la actuación hasta la decisión 
final.  
 
Parágrafo Tercero. Las multas impuestas por los alcaldes y aquellas que imponga 
la Superintendencia de Industria y Comercio como consecuencia de la remisión 
realizada por los alcaldes en el evento indicado en el inciso segundo de este artículo 
estarán distribuidas de la siguiente forma: un cincuenta por ciento (50%) a favor de 
la administración municipal o distrital que haya adelantado la actuación. 
 

Artículo 3°. Carga Anual Equivalente. Modifíquese el artículo 45 de la ley 1480 de 
2011, el cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 45. ESTIPULACIONES ESPECIALES. En las operaciones de crédito otorgadas 
por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia sobre su actividad crediticia 
no haya sido asignada a alguna autoridad administrativa en particular, y en los contratos 
de adquisición de bienes o prestación de servicios en que el productor o proveedor 
otorgue de forma directa financiación, se deberá: 
 
1. Informar al consumidor, al momento de celebrase el respectivo contrato, de forma 

íntegra y clara, el monto a financiar, interés remuneratorio y, en su caso el 
moratorio, en términos de tasa efectiva anual que se aplique sobre el monto 
financiado, el sistema de liquidación utilizado, la periodicidad de los pagos, el 
número de las cuotas y el monto de la cuota que deberá pagarse periódicamente. 

2. Fijar las tasas de interés que seguirán las reglas generales, y les serán aplicables 
los límites legales; 

3. Liquidar si es del caso los intereses moratorios únicamente sobre las cuotas 
atrasadas; 

4. En caso que se cobren estudios de crédito, seguros, garantías o cualquier otro 
concepto adicional al precio, deberá informarse de ello al consumidor en la misma 
forma que se anuncia el precio. 

5. Informar al consumidor la carga mensual o anual equivalente de la financiación 
ofrecida, esto es, la suma de todos los costos y gastos asociados y adicionales a la 
financiación ofrecida.  La información será dada como carga mensual equivalente, 
en periodos de 30 días, si la financiación del producto adquirido es hasta de 12 
meses. 
La información será dada como carga anual equivalente en periodos de un (1) año, 
si la financiación del producto adquirido supera los 12 meses. 
En todo caso, la información será dada en términos porcentuales sobre el valor del 
capital financiado. 
 

PARÁGRAFO 1. Las disposiciones relacionadas con operaciones de crédito otorgadas 
por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia sobre su actividad crediticia 
no haya sido asignada a alguna autoridad administrativa en particular, y con contratos 
de adquisición de bienes o prestación de servicios en el que el productor o proveedor 
otorgue de forma directa financiación, deberán ser reglamentadas por el Gobierno 
Nacional. 
 
PARÁGRAFO 2. El número de cuotas de pago de un crédito de consumo debe ser 
pactado de común acuerdo con el consumidor. Queda prohibida cualquier disposición 
contractual que obligue al consumidor a la financiación de créditos por un mínimo de 
cuotas de pago. 
 
PARÁGRAFO 3°. En concordancia con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 45 de 
1990, cuando el otorgamiento y ejecución de las operaciones de crédito se realicen 
mediante sistemas de financiación desarrollados a través de medios electrónicos, se 
reputarán como intereses todos los cargos por concepto de uso de tecnología. 
 
Así mismo, se deberá informar al consumidor de manera discriminada cuales son los 
cargos que se encuentren directamente asociados al crédito. Además, se deberá dar 

claridad que estos hacen parte de los intereses causados, sin que se pueda exceder los 
límites máximos legales vigentes. 
 
En tal sentido, no se reputarán intereses los rubros que se causen de manera 
independiente al crédito, cuando hayan sido debidamente informados y cuya carga le 
corresponda al usuario, tales como: seguros, avales, impuestos y firma electrónica, 
esto, sin perjuicio de los casos en que las normas expresamente los reputen como tal. 
 
Los conceptos tecnológicos que causen erogación para el consumidor y que puedan ser 
suplidos de manera física, deberán ser informados al consumidor, quien podrá elegir la 
forma de ejecución del mismo”. 
 
Artículo 4. Compliance y autorregulación. Modifíquese el parágrafo 1° del artículo 
61 de la ley 1480 de 2011, el cual quedará así: 
 
PARÁGRAFO 1o. Para efectos de graduar la multa, la Superintendencia de Industria 
y Comercio tendrá en cuenta los siguientes criterios, en cuanto resulten aplicables: 
 

1. El daño causado a los consumidores; 
2. La persistencia en la conducta infractora; 
3. La reincidencia en la comisión de las infracciones en materia de protección al 

consumidor. 
4. La disposición o no de buscar una solución adecuada a los consumidores. 
5. La disposición o no de colaborar con las autoridades competentes. 
6. El beneficio económico que se hubiere obtenido para el infractor o para terceros 

por la comisión de la infracción. 
7. La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción o cuando se 

utiliza a una persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus efectos. 
8. El grado de prudencia o diligencia con que se hayan atendido los deberes o se 

hayan aplicado las normas pertinentes. 
9. La efectiva implementación de un programa de autorregulación o compliance en 

materia de protección al consumidor y su demostración efectiva. 
 

Artículo 5. Índice de reparabilidad. Adiciónese un artículo nuevo 23-1 a la ley 1480 
de 2011, el cual quedará así: 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 173 

DE 2024 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 1480 de 2011 y se dictan otras disposiciones a favor del 
consumidor – Compra Informado, Compra Protegido.
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Artículo 23-1. Índice de reparabilidad. Es la medición de capacidad de productos 
electrónicos y electrodomésticos para ser reparados, teniendo en cuenta factores como:  
 

1. Si el fabricante aporta documentación relacionada con su reparación y, en caso 
positivo, su nivel de detalle 

2. Si el producto se puede desmontar fácilmente 
3. Si existe una alta disponibilidad de piezas de repuesto 
4. Si el precio entre las piezas de repuesto y el producto original está equilibrado o 

no. 
 
Cada uno de los factores anteriores tendrá un valor máximo de 25 y el resultado final 
será dividido entre diez (10) para tener el índice de reparabilidad. 
 
El índice será una escala de cero a diez “0-10”, en donde el número cero (0) es un 
producto no reparable y diez (10) es un producto totalmente reparable sin necesidad 
de conocimiento especializado. 
 
Parágrafo transitorio. El presente artículo entrará a regir 12 meses después de la 
promulgación de la presente ley. 
 
Artículo 6. Modifíquese el artículo 24 de la ley 1480 de 2011, el cual quedará así: 

 
“ARTÍCULO 24. CONTENIDO DE LA INFORMACIÓN. La información mínima 
comprenderá: 
 
1. Sin perjuicio de las reglamentaciones especiales, como mínimo el productor debe 
suministrar la siguiente información: 
1.1. Las instrucciones para el correcto uso o consumo, conservación e instalación 
del producto o utilización del servicio; 
1.2. Cantidad, peso o volumen, en el evento de ser aplicable; Las unidades 
utilizadas deberán corresponder a las establecidas en el Sistema Internacional de 
Unidades o a las unidades acostumbradas de medida de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley; 
1.3. La fecha de vencimiento cuando ello fuere pertinente. Tratándose de productos 
perecederos, se indicará claramente y sin alteración de ninguna índole, la fecha de 

su expiración en sus etiquetas, envases o empaques, en forma acorde con su 
tamaño y presentación. El Gobierno reglamentará la materia. 
1.4. Las especificaciones del bien o servicio. Cuando la autoridad competente exija 
especificaciones técnicas particulares, estas deberán contenerse en la información 
mínima. 
1.5. El índice de reparabilidad del producto, en los casos aplicables, según lo 
estipulado en el artículo 23-1 de la presente ley.  
2. Información que debe suministrar el proveedor: 
2.1. La relativa a las garantías que asisten al consumidor o usuario; 
2.2. El precio, atendiendo las disposiciones contenidas en esta ley. 
 
En el caso de los subnumerales 1.1., 1.2., 1.3 y 1.5 de este artículo, el proveedor 
está obligado a verificar la existencia de los mismos al momento de poner en 
circulación los productos en el mercado. 
 
PARÁGRAFO. El productor o el proveedor solo podrá exonerarse de 
responsabilidad cuando demuestre fuerza mayor, caso fortuito o que la información 
fue adulterada o suplantada sin que se hubiera podido evitar la adulteración o 
suplantación.” 
 

Artículo 7. Lenguaje claro para todos. Modifíquese el artículo 59 de la ley 1480 de 
2011, el cual quedará así: 
 
“ARTÍCULO 59. FACULTADES ADMINISTRATIVAS DE LA SUPERINTENDENCIA 
DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Además de la prevista en el capítulo anterior, la 
Superintendencia de Industria y Comercio tendrá las siguientes facultades 
administrativas en materia de protección al consumidor, las cuales ejercerá siempre y 
cuando no hayan sido asignadas de manera expresa a otra autoridad: 
 

1. Velar por la observancia de las disposiciones contenidas en esta ley y dar trámite 
a las investigaciones por su incumplimiento, así como imponer las sanciones 
respectivas. 

2. Instruir a sus destinatarios sobre la manera como deben cumplirse las 
disposiciones en materia de protección al consumidor, fijar los criterios que 
faciliten su cumplimiento y señalar los procedimientos para su aplicación. 

3. Interrogar bajo juramento y con observancia de las formalidades previstas en el 
Código General del Proceso, a cualquier persona cuyo testimonio se requiera 
para el esclarecimiento de los hechos relacionados con la investigación 
correspondiente. Para los efectos de lo previsto en el presente numeral, se podrá 
exigir la comparecencia de la persona requerida, haciendo uso de las medidas 
coercitivas que se consagran para este efecto en el Código General del Proceso. 

4. Practicar visitas de inspección, así como cualquier otra prueba consagrada en la 
ley, con el fin de verificar hechos o circunstancias relacionadas con el 
cumplimiento de las disposiciones a las que se refiere la presente ley; 

5. Con excepción de las competencias atribuidas a otras autoridades, establecer la 
información que deba indicarse en determinados productos, la forma de 
suministrarla, así como las condiciones que esta debe reunir, cuando se 
encuentre en riesgo la salud, la vida humana, animal o vegetal y la seguridad, o 
cuando se trate de prevenir prácticas que puedan inducir a error a los 
consumidores. 

6. Ordenar, como medida definitiva o preventiva, el cese y la difusión correctiva en 
las mismas o similares condiciones de la difusión original, a costa del anunciante, 
de la publicidad que no cumpla las condiciones señaladas en las disposiciones 
contenidas en esta ley o de aquella relacionada con productos que por su 
naturaleza o componentes sean nocivos para la salud y ordenar las medidas 
necesarias para evitar que se induzca nuevamente a error o que se cause o 
agrave el daño o perjuicio a los consumidores. 

7. Solicitar la intervención de la fuerza pública con el fin de hacer cumplir una orden 
previamente impartida. 

8. Emitir las órdenes necesarias para que se suspenda en forma inmediata y de 
manera preventiva la producción, o la comercialización de productos hasta por 
un término de sesenta (60) días, prorrogables hasta por un término igual, 
mientras se surte la investigación correspondiente, cuando se tengan indicios 
graves de que el producto atenta contra la vida o la seguridad de los 
consumidores, o de que no cumple el reglamento técnico. 

9. Ordenar las medidas necesarias para evitar que se cause daño o perjuicio a los 
consumidores por la violación de normas sobre protección al consumidor. 

10. Difundir el conocimiento de las normas sobre protección al consumidor y publicar 
periódicamente la información relativa a las personas que han sido sancionadas 
por violación a dichas disposiciones y las causas de la sanción. La publicación 

mediante la cual se cumpla lo anterior, se hará por el medio que determine la 
Superintendencia de Industria y Comercio, la Superintendencia Financiera y será 
de acceso público. 

11. Ordenar la devolución de los intereses cobrados en exceso de los límites legales 
y la sanción establecida en el artículo 72 de la Ley 45 de 1990, en los contratos 
de adquisición de bienes y de prestación de servicios mediante sistemas de 
financiación o en los contratos de crédito realizados con personas naturales o 
jurídicas cuyo control y vigilancia en la actividad crediticia no haya sido asignada 
a alguna autoridad administrativa en particular. 

12. Ordenar al proveedor reintegrar las sumas pagadas en exceso y el pago de 
intereses moratorios sobre dichas sumas a la tasa vigente a partir de la fecha de 
ejecutoria del correspondiente acto administrativo, en los casos en que se 
compruebe que el consumidor pagó un precio superior al anunciado. 

13. Definir de manera general el contenido, características y sitios para la indicación 
pública de precios. 

14. Ordenar modificaciones a los clausulados generales de los contratos de adhesión 
cuando sus estipulaciones sean contrarias a lo previsto en esta ley o afecten los 
derechos de los consumidores. 

15. La Superintendencia de Industria y Comercio podrá instruir según la naturaleza 
de los bienes y servicios, medidas sobre plazos y otras condiciones, en los 
contratos de adquisición de bienes y prestación de servicios. 

16. Fijar el término de la garantía legal de que trata el artículo 8o de la presente ley 
para determinados bienes o servicios, cuando lo considere necesario. 

17. Fijar el término por el cual los productores y/o proveedores deben disponer de 
repuestos, partes, insumos y mano de obra capacitada para garantizar el buen 
funcionamiento de los bienes que ponen en circulación, conforme a lo dispuesto 
en el numeral 7 del artículo 11 de la presente ley. 

18. Fijar requisitos mínimos de calidad e idoneidad para determinados bienes y 
servicios, mientras se expiden los reglamentos técnicos correspondientes cuando 
encuentre que un producto puede poner en peligro la vida, la salud o la seguridad 
de los consumidores. 

19. Vigilar lo relacionado con la información suministrada al consumidor sobre la 
voluntariedad de las propinas, y su efectiva destinación por parte de los 
establecimientos de comercio. 
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En desarrollo de las funciones que le han sido asignadas a la Superintendencia de 
Industria y Comercio esta propenderá por difundir, informar y capacitar en materia de 
protección al consumidor. 
 
Parágrafo. Todos los pronunciamientos que realice la Superintendencia de Industria y 
Comercio, en ejercicio de sus facultades administrativas o serán realizados con un 
lenguaje claro y entendible para los ciudadanos. 
 

Artículo 8. Datos de consumidores y ventas atadas. Modifíquese el artículo 36 de la 
ley 1480 de 2011, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 36. PROHIBICIÓN DE VENTAS ATADAS. Sin perjuicio de las demás 
normas sobre la materia, para efectos de la presente ley no se podrá condicionar la 
adquisición de un producto a la adquisición de otros. Tampoco se podrá, condicionar 
el recibo de un incentivo o premio a la aceptación de un término contractual. 
 
Parágrafo. Lo dispuesto en el presente artículo tendrá aplicación en las operaciones 
de crédito otorgadas por personas naturales o jurídicas cuyo control y vigilancia sobre 
su actividad crediticia no haya sido asignada a alguna autoridad administrativa en 
particular, por lo tanto los datos otorgados por parte de los usuarios o la aceptación de 
uso de los mismos, no podrán ser utilizados para finalidades no autorizadas por estos, 
que en todo caso deberán ser licitas, so pena de que la Superintendencia de Industria 
y Comercio ejerza sus facultades administrativas previstas en el artículo 59 de la ley 
1480 de 2011” 
 

Artículo 9. Publicidad falsa y/o engañosa ambiental. Adiciónese el artículo 30-1 a la 
ley 1480 de 2011, el cual quedará de la siguiente manera: 
 
Artículo 30-1. Información falsa y/o engañosa ambiental. Cualquier información, 
que de manera falsa y/o engañosa difunda condición de no producir daño al medio 
ambiente, y/o a la calidad de vida o de tener características que se expongan explícita o 
implícitamente como beneficiosas para el medio ambiente sin serlo, será sancionado según 
lo estipulado en la presente ley. 
 
Artículo 10. Discriminación por perfilamiento. Adiciónese el artículo 79-1 a la ley 1480 
de 2011, el cual quedará de la siguiente manera: 
 

Artículo 79-1. Discriminación por perfilamiento. Según lo estipulado en el artículo 79 
de la ley 1480 de 2011 no se podrá realizar un perfilamiento que condicione el trato, acceso, 
atención y demás con respecto a las Peticiones, Quejas y Recursos y solicitudes de 
indemnizaciones que ejerza el consumidor. 
 
Artículo 11. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su promulgación 
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 173 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 1480 DE 2011 Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES A FAVOR DEL CONSUMIDOR – COMPRA 
INFORMADO, COMPRA PROTEGIDO”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
EFRAÍN JOSÉ CEPEDA SARABIA 
Senador Ponente  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
199 DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICAN ALGUNOS 

ARTICULOS DE LA LEY 1564 DE 2012 Y SE REGLAMENTA LA ENTREGA 
ANTICIPADA DE TÍTULOS EN EL PROCESO EJECUTIVO POR ALIMENTOS 

DEBIDOS A UN NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE (LEY SARITA)”    

 
El Congreso de la República 

 
DECRETA: 

 

Artículo 1º. Objeto. Considerando el interés superior de los niños, niñas y 
adolescentes, la presente Ley tiene por objeto hacer algunas modificaciones a los 
artículos 397 y 447 del Código General del Proceso y se adiciona un artículo nuevo, con 
el fin de garantizar un acceso oportuno a los recursos económicos que son objeto de 
embargo dentro de los procesos ejecutivos de alimentos donde el alimentado es un 
niño, niña o adolescente. 

Artículo 2º. Elimínese el parágrafo 2° del artículo 397 del Código General del Proceso, 
Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 397.  ALIMENTOS A FAVOR DEL MAYOR DE EDAD. En los procesos 
de alimentos se seguirán las siguientes reglas: 

1. Desde la presentación de la demanda el juez ordenará que se den alimentos 
provisionales siempre que el demandante acompañe prueba siquiera sumaria de la 
capacidad económica de demandado. Para la fijación de alimentos provisionales por un 
valor superior a un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv), también deberá 
estar acreditada la cuantía de las necesidades del alimentario. 

2. El cobro de los alimentos provisionales se adelantará en el mismo expediente. De 
promoverse proceso ejecutivo, no será admisible la intervención de terceros acreedores. 

3. El juez, aún de oficio, decretará las pruebas necesarias para establecer la capacidad 
económica del demandado y las necesidades del demandante, si las partes no las 
hubieren aportado. 

4. La sentencia podrá disponer que los alimentos se paguen y aseguren mediante la 
constitución de un capital cuya renta lo satisfaga; en tal caso, si el demandado no 
cumple la orden en el curso de los diez (10) días siguientes, el demandante podrá 
ejecutar la sentencia en la forma establecida en el artículo 306. 

Ejecutoriada la sentencia, el demandado podrá obtener el levantamiento de las medidas 
cautelares que hubieren sido practicadas, si presta garantía suficiente, del pago de 
alimentos por los próximos dos (2) años. 

5. En las ejecuciones de que trata este artículo solo podrá proponerse la excepción de 
cumplimiento de la obligación. 

6. Las peticiones de incremento, disminución y exoneración de alimentos se tramitarán 
ante el mismo juez y en el mismo expediente y se decidirán en audiencia, previa citación 
a la parte contraria: 

Parágrafo 1°. Cuando el demandante ofrezca pagar alimentos y solicite su fijación se 
aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en este artículo. 

Artículo 3º. Adiciónese un artículo 397A, a Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

Artículo 397A. ALIMENTOS A FAVOR DE MENORES DE EDAD. En los procesos 
de alimentos a niños, niñas y adolescentes se seguirán las siguientes reglas.  

a. Están legitimados para promover el proceso de alimentos y ejercer las acciones para 
el cumplimiento de la obligación alimentaria, sus representantes, quien lo tenga bajo 
su cuidado, el Ministerio Público y el Defensor de Familia. 

b. En lo pertinente, en materia de alimentos para menores, se aplicará la Ley 1098 de 
2006 y las normas que la modifican o la complementan. 

c. Cuando no exista oposición por parte del demandado en procesos en los cuales la 
obligación es un título ejecutivo en materia de alimentos, a favor de un niño, niña o 
adolescente, con ocasión del incumplimiento previo, parcial o total del acuerdo, el juez 
ordenará la entrega anticipada de los títulos, conforme a lo dispuesto en el artículo 447 
de este mismo código, sin perjuicio de lo señalado en  el artículo 6 de la ley 2242 de 
2022, en el cual se  crea el mecanismo de pagos por libranza cuando exista cuota de 
alimentos por sentencia judicial.

ARTÍCULO 4º. Adiciónese un parágrafo al artículo 447 del Código General del Proceso, 
Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:

PARÁGRAFO. En los procesos ejecutivos en materia de alimentos debidos a niños, 
niñas y adolescentes, estando en firme el auto que libra mandamiento de pago sobre 
el título ejecutivo, de no haber oposición del ejecutado frente a la anterior providencia, 
el juez ordenará la entrega anticipada de títulos al demandante, por el valor de la cuota 
periódica actual derivada del título ejecutivo, de manera sucesiva y permanente hasta 
el monto total de la obligación, o en su defecto, del monto total embargado, en tanto 
se emite providencia definitiva dentro del proceso.

Para garantizar el cumplimiento efectivo y oportuno de esta disposición, se 
implementarán las siguientes medidas:

1. La autoridad disciplinaria competente por petición del defensor de familia 
investigará a los funcionarios judiciales que retrasen injustificadamente el 
proceso de entrega anticipada de títulos.

2. Los jueces deberán publicar informes semestrales, en el estado electrónico del 
despacho, sobre el estado y cumplimiento de esta disposición en los procesos 
ejecutivos por alimentos.

Artículo 5º. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 199 DE 
2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICAN ALGUNOS 
ARTICULOS DE LA LEY 1564 DE 2012 Y SE REGLAMENTA LA ENTREGA 
ANTICIPADA DE TÍTULOS EN EL PROCESO EJECUTIVO POR ALIMENTOS 
DEBIDOS A UN NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE (LEY SARITA)”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
OSCAR BARRETO QUIROGA   JUAN CARLOS GARCÍA GÓMEZ  
Senador Ponente     Senador Ponente  
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 199 

DE 2023 SENADO

por medio de la cual se modifican algunos artículos de la Ley 1564 de 2012 y se reglamenta la entrega 
anticipada de títulos en el proceso ejecutivo por alimentos debidos a un niño, niña y adolescente (Ley Sarita).
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 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
199 DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICAN ALGUNOS 

ARTICULOS DE LA LEY 1564 DE 2012 Y SE REGLAMENTA LA ENTREGA 
ANTICIPADA DE TÍTULOS EN EL PROCESO EJECUTIVO POR ALIMENTOS 

DEBIDOS A UN NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE (LEY SARITA)”    

 
El Congreso de la República 

 
DECRETA: 

 

Artículo 1º. Objeto. Considerando el interés superior de los niños, niñas y 
adolescentes, la presente Ley tiene por objeto hacer algunas modificaciones a los 
artículos 397 y 447 del Código General del Proceso y se adiciona un artículo nuevo, con 
el fin de garantizar un acceso oportuno a los recursos económicos que son objeto de 
embargo dentro de los procesos ejecutivos de alimentos donde el alimentado es un 
niño, niña o adolescente. 

Artículo 2º. Elimínese el parágrafo 2° del artículo 397 del Código General del Proceso, 
Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 397.  ALIMENTOS A FAVOR DEL MAYOR DE EDAD. En los procesos 
de alimentos se seguirán las siguientes reglas: 

1. Desde la presentación de la demanda el juez ordenará que se den alimentos 
provisionales siempre que el demandante acompañe prueba siquiera sumaria de la 
capacidad económica de demandado. Para la fijación de alimentos provisionales por un 
valor superior a un salario mínimo legal mensual vigente (1 smlmv), también deberá 
estar acreditada la cuantía de las necesidades del alimentario. 

2. El cobro de los alimentos provisionales se adelantará en el mismo expediente. De 
promoverse proceso ejecutivo, no será admisible la intervención de terceros acreedores. 

3. El juez, aún de oficio, decretará las pruebas necesarias para establecer la capacidad 
económica del demandado y las necesidades del demandante, si las partes no las 
hubieren aportado. 

4. La sentencia podrá disponer que los alimentos se paguen y aseguren mediante la 
constitución de un capital cuya renta lo satisfaga; en tal caso, si el demandado no 
cumple la orden en el curso de los diez (10) días siguientes, el demandante podrá 
ejecutar la sentencia en la forma establecida en el artículo 306. 

Ejecutoriada la sentencia, el demandado podrá obtener el levantamiento de las medidas 
cautelares que hubieren sido practicadas, si presta garantía suficiente, del pago de 
alimentos por los próximos dos (2) años. 

5. En las ejecuciones de que trata este artículo solo podrá proponerse la excepción de 
cumplimiento de la obligación. 

6. Las peticiones de incremento, disminución y exoneración de alimentos se tramitarán 
ante el mismo juez y en el mismo expediente y se decidirán en audiencia, previa citación 
a la parte contraria: 

Parágrafo 1°. Cuando el demandante ofrezca pagar alimentos y solicite su fijación se 
aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en este artículo. 

Artículo 3º. Adiciónese un artículo 397A, a Ley 1564 de 2012, el cual quedará así: 

Artículo 397A. ALIMENTOS A FAVOR DE MENORES DE EDAD. En los procesos 
de alimentos a niños, niñas y adolescentes se seguirán las siguientes reglas.  

a. Están legitimados para promover el proceso de alimentos y ejercer las acciones para 
el cumplimiento de la obligación alimentaria, sus representantes, quien lo tenga bajo 
su cuidado, el Ministerio Público y el Defensor de Familia. 

b. En lo pertinente, en materia de alimentos para menores, se aplicará la Ley 1098 de 
2006 y las normas que la modifican o la complementan. 

c. Cuando no exista oposición por parte del demandado en procesos en los cuales la 
obligación es un título ejecutivo en materia de alimentos, a favor de un niño, niña o 
adolescente, con ocasión del incumplimiento previo, parcial o total del acuerdo, el juez 
ordenará la entrega anticipada de los títulos, conforme a lo dispuesto en el artículo 447 
de este mismo código, sin perjuicio de lo señalado en  el artículo 6 de la ley 2242 de 
2022, en el cual se  crea el mecanismo de pagos por libranza cuando exista cuota de 
alimentos por sentencia judicial.

ARTÍCULO 4º. Adiciónese un parágrafo al artículo 447 del Código General del Proceso, 
Ley 1564 de 2012, el cual quedará así:

PARÁGRAFO. En los procesos ejecutivos en materia de alimentos debidos a niños, 
niñas y adolescentes, estando en firme el auto que libra mandamiento de pago sobre 
el título ejecutivo, de no haber oposición del ejecutado frente a la anterior providencia, 
el juez ordenará la entrega anticipada de títulos al demandante, por el valor de la cuota 
periódica actual derivada del título ejecutivo, de manera sucesiva y permanente hasta 
el monto total de la obligación, o en su defecto, del monto total embargado, en tanto 
se emite providencia definitiva dentro del proceso.

Para garantizar el cumplimiento efectivo y oportuno de esta disposición, se 
implementarán las siguientes medidas:

1. La autoridad disciplinaria competente por petición del defensor de familia 
investigará a los funcionarios judiciales que retrasen injustificadamente el 
proceso de entrega anticipada de títulos.

2. Los jueces deberán publicar informes semestrales, en el estado electrónico del 
despacho, sobre el estado y cumplimiento de esta disposición en los procesos 
ejecutivos por alimentos.

Artículo 5º. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su 
publicación en el Diario Oficial y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 199 DE 
2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICAN ALGUNOS 
ARTICULOS DE LA LEY 1564 DE 2012 Y SE REGLAMENTA LA ENTREGA 
ANTICIPADA DE TÍTULOS EN EL PROCESO EJECUTIVO POR ALIMENTOS 
DEBIDOS A UN NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE (LEY SARITA)”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
OSCAR BARRETO QUIROGA   JUAN CARLOS GARCÍA GÓMEZ  
Senador Ponente     Senador Ponente  
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 

208 DE 2023 SENADO “POR EL CUAL SE PROMUEVE EL USO DE 
TECNOLOGÍAS INSONORAS Y DE BAJO IMPACTO CONTAMINANTE Y SE 

DICTAN LINEAMIENTOS PARA EL USO DE ARTÍCULOS PIROTÉCNICOS EN EL 
TERRITORIO NACIONAL. CIELOS EN CALMA”  

El Congreso de Colombia, 

DECRETA:  

ARTÍCULO 1°. OBJETO. El objeto de la presente ley es incentivar la utilización de 
tecnologías insonoras de bajo impacto contaminante y dictar los lineamientos para el 
uso de artículos pirotécnicos para proteger el ambiente y la vida, la salud e integridad 
de las personas y los animales.  

ARTÍCULO 2º. ÁMBITO DE APLICACIÓN. Las disposiciones de la presente ley son 
de obligatorio cumplimiento para las personas naturales y jurídicas, así como para las 
entidades del orden nacional y territorial que usen artículos pirotécnicos de categoría 
dos y tres.  

Para efectos de la presente ley se adoptan las definiciones de la Ley 2224 de 2022. 

ARTÍCULO 3°. LINEAMIENTOS. Dentro de los doce (12) meses siguientes a la 
expedición de la presente ley, el Ministerio del Interior, con apoyo de los Ministerios de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, y Salud y Protección Social, establecerán los 
lineamientos sobre el uso de artefactos pirotécnicos de categoría dos y tres, sin perjuicio 
de las competencias de las entidades territoriales en la materia, teniendo en cuenta los 
siguientes criterios:   

3.1. Determinación de perímetros que no afecten ni pongan en riesgo la salud ni la 
integridad de personas albergadas u hospitalizadas en instituciones prestadoras de 
servicios de salud o en centros especializados para el cuidado de la salud física o mental. 

3.2. Determinación de perímetros que no afecten ni pongan en riesgo la salud ni la 

integridad de animales silvestres o domésticos albergados en instalaciones públicas o 
privadas destinadas a su atención veterinaria, albergue o protección. 

3.3. Determinación de perímetros que no afecten la integridad de ecosistemas, ni la 
vida o el bienestar de la fauna doméstica y silvestre que habita en ellos.  

3.4. Fechas, horarios y duración de actividades permitidas.  

3.5. Tipos de artículos permitidos y decibeles autorizados (bajo impacto auditivo y 
contaminante) en eventos públicos y privados.  

Parágrafo 1. La reglamentación que se expida deberá garantizar la participación de 
las agremiaciones, federaciones u organizaciones de pirotecnias, productores y artículos 
pirotécnicos, así como de las organizaciones de profesionales y ciudadanas o grupos de 
interés concernidos.  

Parágrafo 2. Los Ministerios encargados de la presente reglamentación deberán 
sustentar la misma en estudios técnicos que aborden los efectos negativos del uso de 
artículos pirotécnicos sobre el medio ambiente y los animales. Las entidades territoriales 
se enfocarán en velar por el cumplimiento de estos parámetros, sin ser responsables 
de su creación. 

ARTÍCULO 4°. USO EXCLUSIVO Y REQUISITOS. El uso de artículos pirotécnicos 
de categoría tres sólo estará permitido a personas jurídicas públicas o privadas 
autorizadas por las alcaldías municipales y distritales, según los requisitos establecidos 
en la ley 2224 de 2023, la ley 1801 de 2016 y las normas que la modifiquen, 
complementen o sustituyan. Las personas jurídicas que soliciten la autorización deberán 
demostrar el cumplimiento de los siguientes requisitos adicionales:   

3.1. Estudio de impacto ambiental y sanitario en el que se tengan en cuenta las posibles 
afectaciones ambientales, a personas y a animales.  

3.2. Estrategia de divulgación, previa a la actividad, orientada a informar a los 
residentes de la zona donde vaya a realizarse, cuáles son los daños que puede ocasionar 
el uso de artículos pirotécnicos y las medidas para prevenirlos o mitigarlos.  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 208 

DE 2023 SENADO

por el cual se promueve el uso de tecnologías insonoras y de bajo impacto contaminante y se dictan 
lineamientos para el uso de artículos pirotécnicos en el Territorio Nacional. Cielos en Calma.
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Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible tendrá seis (6) meses 
siguientes a la expedición de esta ley para reglamentar cada una de estas condiciones.   

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
ley, el Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Defensa, el Ministerio de Justicia, 
el Ministerio de Salud y el Ministerio del Interior, incluirá dentro de la reglamentación 
de la que habla el artículo 2 de la ley 2224 de 2022 los artículos de categoría dos sobre 
los que quedará prohibido su uso para personas naturales.  

Parágrafo 3. La autoridad ambiental territorial será la competente para realizar la 
evaluación de los estudios de impacto ambiental y sanitario para la autorización de 
actividades con artículos pirotécnicos de categoría tres, los distritos y municipios que 
cuenten con la capacidad administrativa y/o secretaría de ambiente apoyarán en la 
realización de estos estudios. 

ARTÍCULO 5°. DESARROLLO Y TECNOLOGÍAS ALTERNATIVAS. El Ministerio de 
Ciencia y Tecnología promoverá programas y proyectos de desarrollo e innovación en 
tecnologías insonoras (luces, drones, mapping, láser, etc.) o artículos pirotécnicos y 
fuegos artificiales de bajo impacto auditivo, contaminante para el ambiente y la salud 
humana y animal, de pólvora fría o pet friendly, con el fin de que empresarios de 
pirotecnia transiten voluntariamente hacia el uso de estas tecnologías. Para el desarrollo 
de dichos programas y proyectos, la entidad buscará la colaboración de instituciones 
de educación superior, centros e institutos de investigación u otras afines.  

En la contratación que involucre el uso de artículos pirotécnicos, las entidades públicas 
nacionales y territoriales optarán por la utilización de tecnologías insonoras de bajo 
impacto contaminante.  

Parágrafo. El Ministerio de Ciencia y Tecnología, en colaboración con el ministerio del 
trabajo, entidades pertinentes e instituciones académicas y centros de investigación, 
implementará un proceso de reconversión tecnológica para los empresarios de la 
pirotecnia, con el objetivo de facilitar la transición desde el uso de pólvora tradicional 
hacia tecnologías de bajo impacto.  Este proceso incluirá programas de capacitación y 
asesoría técnica que permitan a los empresarios adoptar nuevas tecnologías insonoras, 

como luces, drones, láseres y mapeo, así como productos pirotécnicos que generen un 
menor impacto auditivo y ambiental.  Además, se fomentará el uso de pólvora fría o 
productos pet friendly, garantizando un cambio progresivo y voluntario que minimice 
los efectos negativos en la salud humana, animal y el medio ambiente. 

ARTÍCULO 6°. SANCIONES. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de 
la presente ley o de su reglamentación será sancionado de acuerdo con lo establecido 
en la  Ley 1801 de 2016, en concordancia con el numeral 1 del artículo 30 de la 
mencionada ley,  sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en el 
artículo 2 de la Ley 2224 de  2022 y de las demás sanciones ambientales, civiles o 
penales que puedan ser impuestas por  daños ambientales o a la vida o a la integridad 
física de personas o animales.   

ARTÍCULO 7°. ATENCIÓN, REPORTE Y REGISTRO DE DAÑOS. El Ministerio de 
Salud y Protección Social a través del Instituto Nacional de Salud, incluirá dentro de su 
reporte anual de Vigilancia Intensificada de Lesiones por Pólvora Pirotécnica en todo el 
País a los animales domésticos y silvestres afectados por artículos pirotécnicos.  

Para este fin, el Ministerio de Salud, trabajará articuladamente con la UNGRD, la 
Dirección Nacional de Bomberos y el Sistema Nacional de Protección y Bienestar Animal 
(SINAPYBA), siendo los responsables de la recolección y el reporte de datos sobre los 
daños causados al ambiente y a los animales por la pirotecnia, con la colaboración de 
las entidades territoriales únicamente en el proceso de recolección y verificación de los 
hechos en su respectiva jurisdicción. 

La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) considerará a los 
animales domésticos y silvestres dentro de la población afectada por incidentes, 
emergencias, calamidades o desastres derivados del uso de artículos pirotécnicos y 
apoyará al INS en el registro de animales afectados por su uso.  

ARTÍCULO 8°. EDUCACIÓN CIUDADANA. Previamente a festividades y a eventos 
en los que se prevea la utilización de artículos pirotécnicos, el gobierno nacional, a 
través de la UNGRD, realizará campañas de educación sobre los daños que puede 
ocasionar la pirotecnia en el ambiente y en la salud humana y animal, las formas de 

mitigarlos y las sanciones por el incumplimiento de las disposiciones legales sobre el 
tema. Para eventos privados, el organizador también deberá realizar campañas de 
educación, sobre los mismos contenidos.  

ARTÍCULO 9°. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las normas que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 208 DE 
2023 SENADO “POR EL CUAL SE PROMUEVE EL USO DE TECNOLOGÍAS 
INSONORAS Y DE BAJO IMPACTO CONTAMINANTE Y SE DICTAN 
LINEAMIENTOS PARA EL USO DE ARTÍCULOS PIROTÉCNICOS EN EL 
TERRITORIO NACIONAL. CIELOS EN CALMA”. 
 
 

Cordialmente, 
 
 
 
ALEX FLÓREZ HERNÁNDEZ  
Senador Ponente 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 

 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

Parágrafo 1. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible tendrá seis (6) meses 
siguientes a la expedición de esta ley para reglamentar cada una de estas condiciones.   

Parágrafo 2. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
ley, el Gobierno Nacional en cabeza del Ministerio de Defensa, el Ministerio de Justicia, 
el Ministerio de Salud y el Ministerio del Interior, incluirá dentro de la reglamentación 
de la que habla el artículo 2 de la ley 2224 de 2022 los artículos de categoría dos sobre 
los que quedará prohibido su uso para personas naturales.  

Parágrafo 3. La autoridad ambiental territorial será la competente para realizar la 
evaluación de los estudios de impacto ambiental y sanitario para la autorización de 
actividades con artículos pirotécnicos de categoría tres, los distritos y municipios que 
cuenten con la capacidad administrativa y/o secretaría de ambiente apoyarán en la 
realización de estos estudios. 

ARTÍCULO 5°. DESARROLLO Y TECNOLOGÍAS ALTERNATIVAS. El Ministerio de 
Ciencia y Tecnología promoverá programas y proyectos de desarrollo e innovación en 
tecnologías insonoras (luces, drones, mapping, láser, etc.) o artículos pirotécnicos y 
fuegos artificiales de bajo impacto auditivo, contaminante para el ambiente y la salud 
humana y animal, de pólvora fría o pet friendly, con el fin de que empresarios de 
pirotecnia transiten voluntariamente hacia el uso de estas tecnologías. Para el desarrollo 
de dichos programas y proyectos, la entidad buscará la colaboración de instituciones 
de educación superior, centros e institutos de investigación u otras afines.  

En la contratación que involucre el uso de artículos pirotécnicos, las entidades públicas 
nacionales y territoriales optarán por la utilización de tecnologías insonoras de bajo 
impacto contaminante.  

Parágrafo. El Ministerio de Ciencia y Tecnología, en colaboración con el ministerio del 
trabajo, entidades pertinentes e instituciones académicas y centros de investigación, 
implementará un proceso de reconversión tecnológica para los empresarios de la 
pirotecnia, con el objetivo de facilitar la transición desde el uso de pólvora tradicional 
hacia tecnologías de bajo impacto.  Este proceso incluirá programas de capacitación y 
asesoría técnica que permitan a los empresarios adoptar nuevas tecnologías insonoras, 

como luces, drones, láseres y mapeo, así como productos pirotécnicos que generen un 
menor impacto auditivo y ambiental.  Además, se fomentará el uso de pólvora fría o 
productos pet friendly, garantizando un cambio progresivo y voluntario que minimice 
los efectos negativos en la salud humana, animal y el medio ambiente. 

ARTÍCULO 6°. SANCIONES. El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de 
la presente ley o de su reglamentación será sancionado de acuerdo con lo establecido 
en la  Ley 1801 de 2016, en concordancia con el numeral 1 del artículo 30 de la 
mencionada ley,  sin perjuicio de la aplicación de las sanciones establecidas en el 
artículo 2 de la Ley 2224 de  2022 y de las demás sanciones ambientales, civiles o 
penales que puedan ser impuestas por  daños ambientales o a la vida o a la integridad 
física de personas o animales.   

ARTÍCULO 7°. ATENCIÓN, REPORTE Y REGISTRO DE DAÑOS. El Ministerio de 
Salud y Protección Social a través del Instituto Nacional de Salud, incluirá dentro de su 
reporte anual de Vigilancia Intensificada de Lesiones por Pólvora Pirotécnica en todo el 
País a los animales domésticos y silvestres afectados por artículos pirotécnicos.  

Para este fin, el Ministerio de Salud, trabajará articuladamente con la UNGRD, la 
Dirección Nacional de Bomberos y el Sistema Nacional de Protección y Bienestar Animal 
(SINAPYBA), siendo los responsables de la recolección y el reporte de datos sobre los 
daños causados al ambiente y a los animales por la pirotecnia, con la colaboración de 
las entidades territoriales únicamente en el proceso de recolección y verificación de los 
hechos en su respectiva jurisdicción. 

La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) considerará a los 
animales domésticos y silvestres dentro de la población afectada por incidentes, 
emergencias, calamidades o desastres derivados del uso de artículos pirotécnicos y 
apoyará al INS en el registro de animales afectados por su uso.  

ARTÍCULO 8°. EDUCACIÓN CIUDADANA. Previamente a festividades y a eventos 
en los que se prevea la utilización de artículos pirotécnicos, el gobierno nacional, a 
través de la UNGRD, realizará campañas de educación sobre los daños que puede 
ocasionar la pirotecnia en el ambiente y en la salud humana y animal, las formas de 

mitigarlos y las sanciones por el incumplimiento de las disposiciones legales sobre el 
tema. Para eventos privados, el organizador también deberá realizar campañas de 
educación, sobre los mismos contenidos.  

ARTÍCULO 9°. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las normas que le sean contrarias. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 208 DE 
2023 SENADO “POR EL CUAL SE PROMUEVE EL USO DE TECNOLOGÍAS 
INSONORAS Y DE BAJO IMPACTO CONTAMINANTE Y SE DICTAN 
LINEAMIENTOS PARA EL USO DE ARTÍCULOS PIROTÉCNICOS EN EL 
TERRITORIO NACIONAL. CIELOS EN CALMA”. 
 
 

Cordialmente, 
 
 
 
ALEX FLÓREZ HERNÁNDEZ  
Senador Ponente 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el 
articulado propuesto. 
 

 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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 TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY No. 
276 DE 2024 SENADO – 104 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE 

CREA Y SE AUTORIZA LA EMISIÓN DE LA ESTAMPILLA PRO HOSPITAL 
DEPARTAMENTAL MARÍA INMACULADA DEL DEPARTAMENTO DEL CAQUETÁ 

Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

El Congreso de Colombia 

DECRETA 

Artículo 1°. Objeto, monto y tarifa de la emisión. Autorícese a la Asamblea del 
departamento del Caquetá para que ordene la emisión de la Estampilla pro hospital 
departamental María Inmaculada E.S.E. del departamento del Caquetá, para cumplir 
con los requisitos de acreditación de cuarta categoría hasta por la suma de veinte mil 
millones de pesos moneda corriente ($20.000.000.000) anuales o hasta el diez por 
ciento (10%) del valor del presupuesto del departamento del Caquetá como cifra techo 
del recaudo. 
El valor de la emisión que se autoriza será el correspondiente a pesos colombianos a la 
fecha que entre en vigencia la presente Ley y se suspenderá el recaudo de la estampilla 
una vez cumplido el tope establecido en la presente Ley. La tarifa con que se graven 
los distintos actos no podrá exceder el dos por ciento (2%) del valor de los hechos a 
gravar.  

Artículo 2°. Destinación. Los valores recaudados por la Estampilla pro hospital 
departamental María Inmaculada E.S.E del Caquetá, se destinarán a los gastos e 
inversiones necesarias para cumplir con los requisitos para acreditar al Hospital 
departamental de cuarta categoría, principalmente para:  
1. Mantenimiento, ampliación, remodelación y adecuación de la planta física actual del
Hospital María Inmaculada E.S.E.
2. Construcción tercera torre del Hospital María Inmaculada E.S.E.

3. Adquisición, mantenimiento y/o reparación de los equipos requeridos por los diversos 
servicios que presta el Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E. con el fin de 
desarrollar y cumplir adecuadamente con sus funciones. 
4. Compra y dotación de instrumentos e insumos para la prestación de los diferentes 
servicios que atiende el Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E.  
5. Adquisición y mantenimiento de los equipos requeridos para poner en funcionamiento 
nuevas áreas del Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E en lo que atañe a 
laboratorios, unidad de diagnóstico, unidad de cuidados intensivos, unidad de cuidado 
intermedio, de urgencias, de hospitalización, biotecnología, informática, 
comunicaciones y demás que se requieran para su cabal funcionamiento de 
conformidad con la demanda de servicios y necesidades de la población del 
departamento en materia de atención en salud.  
6. Adquisición de nuevas tecnologías para dotar las distintas áreas asistenciales del 
Hospital Departamental Inmaculada E.S.E., especialmente las de unidades de 
diagnóstico, cuidados intensivos y hospitalización.  
 
Parágrafo 1°. Una vez se haya completado el proceso de acreditación de la cuarta 
categoría del Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E, los recursos adicionales 
recaudados a través de la Estampilla pro hospital departamental María Inmaculada 
E.S.E serán distribuidos de manera equitativa entre los centros de atención de salud de 
los diversos municipios que conforman el Departamento del Caquetá.  
 
Parágrafo 2°. Los recursos excedentes mencionados en el párrafo anterior no podrán 
superar la suma de (150.000.000.000), según lo establecido en el artículo 1° de la 
presente ley.  
 
Artículo 3°. Atribución. La Asamblea Departamental del Caquetá, tiene la potestad 
para que, a la luz de sus atribuciones constitucionales, legales y su reglamento interno, 
determine las características, tarifas, hechos económicos, sujetos pasivos y activos, las 
bases gravables y todos los demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla 
en las operaciones que se deban realizar en los diferentes municipios del departamento 

del Caquetá. La Asamblea Departamental del Caquetá facultará a los concejos de los 
municipios del departamento, para que adopten la obligatoriedad de la aplicación de la 
estampilla en su municipio, cuya emisión se autoriza por esta Ley y siempre tendrá 
como destino la institución hospitalaria María Inmaculada E.S.E y, de manera 
condicionada, a los centros de atención de salud de manera equitativa en los diferentes 
municipios del Departamento del Caquetá en cumplimiento a los parágrafos del artículo 
2°.  
 
Parágrafo 1°. En ningún caso estarán obligados al pago de esta estampilla los 
contratos de prestación de servicios suscritos con personas naturales, cuyo valor sea 
igual o inferior a los diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes por concepto 
de honorarios mensuales y los contratos cuyo valor sea igual o inferior a los diez (10) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes suscritos con microempresas. 
 
Parágrafo 2°. La base gravable será el valor del contrato o convenio excluido el valor 
del IVA.  
 
Parágrafo 3°. De conformidad con el artículo 47 de la Ley 863 de 2003, los ingresos 
que perciban las entidades territoriales por concepto de estampillas autorizadas por la 
ley serán objeto de una retención equivalente al veinte por ciento (20%) con destino a 
los fondos de pensiones de la entidad destinataria de dichos recaudos. En caso de no 
existir pasivo pensional en dicha entidad, el porcentaje se destinará al pasivo pensional 
del respectivo departamento.  
 
Artículo 4°. Información al Gobierno nacional. Las ordenanzas que expida la 
Asamblea Departamental del Caquetá en desarrollo de la presente Ley serán llevadas a 
conocimiento del Gobierno Nacional a través del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en coordinación con la Dirección de Apoyo Fiscal y la Secretaría de Hacienda 
Departamental.  

Artículo 5°. Control Fiscal. El control y vigilancia fiscal del recaudo, del traslado 
oportuno y de la inversión de los recursos provenientes del cumplimiento de la presente 
Ley, estará a cargo de la Contraloría Departamental del Caquetá, sin perjuicio de las 
competencias que tenga el nivel central de la Contraloría General de la República. Los 
resultados del control y seguimiento al recaudo y ejecución de los recursos objeto de la 
presente Ley serán de amplia divulgación pública y de fácil consulta para la ciudadanía 
en atención al principio de transparencia y publicidad.  
 
Artículo 6°. Recaudos. Los recaudos provenientes de la Estampilla estarán a cargo 
de la Secretaría de Hacienda Departamental del Caquetá; en el caso de los municipios 
el recaudo corresponderá a las tesorerías municipales, quienes cobrarán el gravamen 
una vez suscrito el respectivo contrato. Las tesorerías encargadas del recaudo tendrán 
la obligación, so pena de incurrir en faltas disciplinarias, de trasladar mensualmente los 
recursos de la Estampilla a la Secretaría de Hacienda Departamental, quien dará 
traslado directamente al Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E. de los 
recursos recaudados para que este los distribuya de conformidad con las disposiciones 
y destinaciones específicas contempladas en el artículo 2° de la presente Ley, y lo que 
se establezca al respecto en la ordenanza que se apruebe por la Asamblea del 
Departamento en virtud de la presente Ley.  
Parágrafo. La emisión, pago y/o adhesión de esta estampilla se hará a través de 
medios electrónicos, conforme a lo dispuesto en la Ley 2052 de 2020 y Ley 2155 de 
2021 en lo pertinente.  
 
Artículo 7°. El director del Hospital Departamental María Inmaculada E.S.E., deberá 
rendir un informe anual a las Comisiones Económicas de la Cámara de Representantes 
y el Senado de la República, la Asamblea Departamental del Caquetá y al Consejo 
Municipal, donde se detalle la ejecución del recurso recibido por concepto de la 
estampilla aquí autorizada.  
 
Artículo 8°. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y 
deroga todas aquellas normas que le sean contrarias. 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 16 DE DICIEMBRE DE 2024 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 276 

DE 2024 SENADO, 104 DE 2023 CÁMARA

por medio de la cual se crea y se autoriza la emisión de la Estampilla pro Hospital Departamental María 
Inmaculada del departamento del Caquetá y se dictan otras disposiciones.
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Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de 
la República del día 16 de diciembre de 2024 al PROYECTO DE LEY No. 276 DE 2024 
SENADO – 104 DE 2023 CÁMARA “POR MEDIO DE LA CUAL SE CREA Y SE 
AUTORIZA LA EMISIÓN DE LA ESTAMPILLA PRO HOSPITAL DEPARTAMENTAL 
MARÍA INMACULADA DEL DEPARTAMENTO DEL CAQUETÁ Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
SONIA SHIRLEY BERNAL SÁNCHEZ  
Senadora Ponente  
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 16 de diciembre de 2024, de conformidad con el articulado 
propuesto. 
 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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